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SUMARIO 
Esta investigación analiza las relaciones entre la 
representación política y la condición de servidumbre 
política, explicando la forma como la representación 
conlleva a la servidumbre de los ciudadanos. El primer 
capítulo indaga la emergencia, el desarrollo y la 
consolidación de la representación en el contexto político-
práctico de la modernidad europea y americana, lo cual nos 
revela su primordial correspondencia con el estado de 
servidumbre. El segundo capítulo desvela en qué consiste la 
crisis 	actual 	de 	la 	democracia 	representativa, 
especificando la manera como la representación deteriora la 
calidad de la democracia. El tercer capítulo destaca 
algunas propuestas teórico-políticas que apuestan por la 
construcción de nuevas realidades políticas, cimentadas en 
nacientes formas de ciudadanía y poder. El último capítulo 
sistematiza las relaciones entre la representación y la 
situación de servidumbre en la esfera de lo político, 
explicando, definitivamente, la forma en que la 
representación política nos conduce hacia la condición de 
servidumbre política. 
SUMMARY 
This investigation analyzes the relations between the 
political representation and the condition of political 
servitude, explaining the form as the representation 
carnes to the servitude of the citizens. The first chapter 
investigates the emergency, the development and the 
consolidation of the representation in the political-
practical context of the European and American modernity, 
which us reveals his basic correspondence with .the 
condition of servitude. The second chapter reveals of what 
there consists the current crisis of the representative 
democracy, specifying the way as the representation spoils 
the quality of the democracy. The third chapter emphasizes 
some theoretical-political offers that they bet for the 
construction of new political realities, established in 
nascent forms of citizenship and power. The last chapter 
systematizes the relations between the representation and 
the situation of servitude in the sphere of the political 
thing, explaining, definitively, the form in which the 
political representation leads us towards the condition of 
political servitude. 
Hasta ahora los hombres se han formado siempre ideas falsas acerca de sí 
mismos, acerca de lo que son o deberían de ser. Han ajustado sus 
relaciones a sus ideas acerca de Dios, del hombre normal, etc. Los frutos 
de su cabeza han acabado por imponerse a su cabeza. Ellos, los creadores, 
se han rendido ante sus criaturas. Liberémoslos de los fantasmas 
cerebrales, de las ideas, de los dogmas, de los seres imaginarios bajo cuyo 
yugo degeneran. Rebelémonos contra esta tiranía de los pensamientos. 
Enseñémosles a sustituir esas quimeras por pensamientos que 
correspondan a la esencia del hombre, dice uno, a adoptar ante ellos una 
actitud crítica, dice otro, a quitárselos de la cabeza, dice el tercero, y la 
realidad existente se derrumbará. 
Estas inocentes y pueriles fantasías forman el meollo de la filosofía 
neohegeliana en boga, que en Alemania no sólo es acogida con espanto y 
veneración por el público, sino que es proclamada por los mismos héroes 
filosóficos con la solemne conciencia de su revolucionaria peligrosidad y de 
su criminal inexorabilidad. El primer volumen de la presente publicación 
se propone desenmascarar a estas ovejas que se hacen pasar por lobos y 
son tenidas por tales, poner de manifiesto cómo no hacen otra cosa que 
balar filosóficamente, cómo las jactancias de estos intérpretes filosóficos 
reflejan simplemente el estado lastimoso de la realidad alemana. Se pro-
pone poner en evidencia y desacreditar esa lucha filosófica con las 
sombras de la realidad a que el soñador y soñoliento pueblo alemán es un 
aficionado. 
Un hombre listo dio una vez en pensar que los hombres se hundían en el 
agua y se ahogaban simplemente porque se dejaban llevar de la idea de la 
gravedad. Tan pronto como se quitasen esta idea de la cabeza, 
considerándola por ejemplo como una idea nacida de la superstición, 
como una idea religiosa, quedarían sustraídos al peligro de ahogarse. Ese 
hombre se pasó la vida luchando contra la ilusión de la gravedad, de cuyas 
nocivas consecuencias le aportaban nuevas y abundantes pruebas, todas 
estadísticas. Este hombre listo era el prototipo de los nuevos filósofos 
revolucionarios alemanes. 
Karl Marx y Friedrich Engels 
La Ideología Alemana 
INTRODUCCIÓN 
La democracia representativa es un principio cardinal 
en la política moderna y contemporánea; pero, analizando el 
desarrollo histórico y los problemas prácticos de la 
representación, vemos que este principio puede estar 
relacionado, directamente, con la dominación política, pues 
exige a los representados la cesión de sus facultades 
políticas a los representantes, instituyendo una división 
jerárquica de dominantes y dominados. En otras palabras, el 
mundo moderno erigió el principio político de la 
representación como uno de los pilares de todo régimen de 
gobierno; pero, generalmente, la representación política ha 
elevado a una minoría elegida hasta el nivel de la 
hegemonía por encima de la mayoría de electores, quienes 
son condenados a la obediencia; por consiguiente, la 
representación política parece ser uno de los fundamentos 
más evidentes de la opresión política. 
Por tales razones, desde una filosofía práctica creemos 
justificado el intento teórico de profundizar en el 
análisis de las relaciones entre la representación política 
y lo que denominaremos: servidumbre política, esforzándonos 
en establecer los posibles vínculos y líneas de contacto 
entre estas dos figuras políticas. 
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¿Por qué los hombres caen en la servidumbre al delegar 
su poder político a través de la representación? Esta 
cuestión aquí enunciada en términos precisos es la que nos 
mueve a realizar este intento de investigación. En ese 
sentido, el problema que acá abordamos se centra en dos 
conceptos: representación y servidumbre; puntualmente, la 
cuestión problemática que afrontamos es la posibilidad de 
identificar las relaciones entre ambas formas políticas; 
nuestra tarea pretende localizar las zonas de contacto 
entre ambas, estableciendo la manera en que el principio de 
representación conlleva a la servidumbre del ser político. 
Conceptualmente, desde un principio consideramos 
pertinente aproximarnos a una definición de los dos 
conceptos esenciales de esta indagación: servidumbre y 
representación en el marco político, estipulando desde ya 
lo que hemos de entender por ambos términos, a saber: la 
servidumbre política es la sujeción gravé u obligación 
inexcusable de hacer algo que coarta la libertad 
deliberativa y decisoria en materia política; y, la 
representación política es el acto mediante el cual un 
representante (sea este gobernante o legislador) actúa en 
nombre de un representado (elector en el caso de las 
democracias). 
Consecuentemente con lo anterior, esta investigación 
plantea, como hipótesis posibles, las dos proposiciones 
fundamentales siguientes: Primera, que la representación 
política enajena las "deliberaciones decisivas" de la 
mayoría de los ciudadanos (los representados) en el ámbito 
político, cediéndoselas a una minoría de ellos (los 
representantes); y, segunda, que los ciudadanos (los 
representados), delegando su mandato, al no ejercer su 
"deliberación decisiva" políticamente, viven en la 
servidumbre política. 
Por lo anterior, lo que estaría en juego en esta 
investigación sería: La capacidad de los ciudadanos para 
asumir su responsabilidad de deliberar y decidir en materia 
política, superando la condición de servidumbre política en 
que se postran al delegar sus poderes políticos, enajenados 
por el principio de la representación política. 
Teóricamente, los estudios filosóficos y politológicos 
sobre la representación política abarcan innumerables 
textos y autores, siendo uno de los temas más manidos en la 
Filosofía Política; contrariamente, la temática de la 
servidumbre no ha sido tan profusamente abordada por la 
filosofía y la ciencia política en comparación con la 
cuestión de la representación, pues se tiende a 
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contextualizarla y limitarla al ámbito socioeconómico; no 
obstante, aunque en menor proporción, la cuestión de la 
servidumbre ha tenido importantes y profundos estudiosos 
tanto desde los ámbitos de la filosofía como desde la 
ciencia política. 
Desde ese marco teórico, algunas de las investigaciones 
recientes que nos han servido de referencia son, 
principalmente, las de: Amador Rodríguez Lozano: Lo 
claroscuro de la representación política; Giuseppe Duso: 
Génesis y lógica de la representación política moderna; 
Ernesto Garzón Valdés: Representación y democracia; Andrés 
Hernández Quiñones: Modelos de democracia liberal 
representativa; limitaciones y promesas incumplidas; María 
Antonia Martínez: La representación política y la calidad 
de la democracia; Isabel Rauber: Movimientos sociales y 
representación 	política; 	Marcelo 	Mella 	Polanco: 
Representación política, liderazgos y participación en 
América Latina: una propuesta para la comprensión realista 
de la democracia; Juan Carlos Monedero: Representación 
política; Israel Rivas Acuña: Consideraciones generales 
sobre los supuestos de la representación política; 
Guillermo 0"Donnell: Democracia delegativa; e, igualmente, 
los reconocidos estudios contemporáneos que sobre el tema 
xii 
realizaron: Hannah Pitkin: El concepto de representación 
política; Bernard Manin: Los principios del gobierno 
representativo; y Giovanni Sartori: En defensa de la 
representación política, y su Teoría de la democracia. 
Igualmente, como señalamos antes, al respecto del 
problema de la representación política, diversos y afamados 
pensadores de la modernidad han abordado dicha temática; 
evidentemente, sus aportes teóricos nos han servido para 
nuestro estudio; algunos autores clásicos cuyas obras nos 
ayudaron a esclarecer esta investigación son: Thomas 
Hobbes, John Locke, Montesquieu, Condorcet, Juan Jacobo 
Rousseau, Edmund Burke, James Madison, John Jay, Alexander 
Hamilton, Carlos Marx, John Stuart Mill, Georg Jellinek, 
Max Weber, Carl Schmitt y Hans Kelsen, entre otros. 
Asimismo, la teorización sobre el problema de la 
representación política entra en conexión con otras 
temáticas que influyen directamente en la cuestión de la 
democracia y la representatividad, tales como: la 
soberanía, los partidos políticos, la ciudadanía, la 
modernidad, las subjetividades posmodernas y la 
gobernabilidad; por ello, nuestra investigacuón también se 
apoya en las investigaciones de autores como: Norberto 
Bobbio, Antonio Negri, Robert Dahl, Norbert Lechner, 
Zygmunt Bauman, Georges Burdeau, Sigmund Neumann, Chantal 
Mouffe, Benjamín Arditi y Pierre Calame, entre otros. 
Epistemológicamente, esta investigación se sitúa -o 
pretendería situarse- en los marcos de una concepción 
materialista dialéctica (marxista); por lo anterior, nos 
interesa apuntar que construimos nuestro marco teórico 
desde la clásica concepción marxista según la cual: el 
hombre es el conjunto de sus relaciones sociales; este 
"axioma" concreta teórica y epistemológicamente nuestro 
estudio, pues, siguiendo los textos marxistas clásicos, el 
ser político está condicionado por el contexto de 
específicas relaciones históricas, sociales y económicas. 
Por consiguiente, las relaciones sociales, que condicionan 
a todo ser político, son esenciales para comprender los 
fundamentos históricos, sociales y económicos que explican 
el surgimiento, desarrollo y significación del principio de 
la representación política, y esclarecer la manera como 
dicho principio representativo reproduce la condición de 
servidumbre política. 
Metodológicamente, nuestro estudio se inicia con la 
indagación de la emergencia, el desarrollo y la 
consolidación del principio político de la representación 
en el contexto político-práctico de la modernidad europea 
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primero, y americana después, lo cual nos revela su
primordial correspondencia con el estado de servidumbre. En
segundo término, desvelamos en qué consiste la crisis
actual de la democracia representativa, especificando la
manera como el principio representativo afecta y socaba la
calidad de la democracia. En tercera instancia, destacamos
algunas propuestas teórico-políticas que apuestan por la
construcción de nuevas realidades políticas, cimentadas en
nacientes formas de ciudadanía y poder; es decir, una nueva
política, misma que permita superar los inconvenientes de
la representación. Finalmente, procedemos a conceptualizar
algunas nociones esenciales del ámbito político, referidas,
principalmente, a los conceptos de lo político, la
servidumbre y la representación; construido ese marco
conceptual, el objetivo fundamental y las hipótesis
esenciales de nuestro estudio podrán ser sustentadas y
confirmadas: la sistematización de las relaciones entre el
principio de representación y la situación de servidumbre
en la esfera de lo político y, a la vez, la explicación de
la forma en que la representación política conlleva,
directamente, hacia la condición de servidumbre política.
Por último, queremos expresar nuestro deseo para que
este trabajo sirva como instancia que promueva acciones
dirigidas hacia la superación de la opresión política, 
pues, en sociedades como la nuestra, donde la dependencia y 
la explotación humana en todos los niveles se evidencia 
cada día, recreando realidades de enorme miseria y 
sufrimiento, la acción revolucionaria que destruya las 
formas políticas de dominación es un imperativo para toda 
filosofía práctica que aspire a ser libre. 
CAPÍTULO I 
I. LA REPRESENTACIÓN POLÍTICA
A. LA FORMACIÓN DE LA REPRESENTACIÓN
La representación política puede entenderse como el
"acto mediante el cual un representante -gobernante o
legislador- actúa en nombre de un representado para la
satisfacción, al menos en teoría, de los intereses de
éste." (Monedero, 2007). En esta sección inicial
describiremos, sucintamente, la formación histórica del
principio político representativo, principalmente en la
modernidad, intentando sopesar en qué medida ese desarrollo
refleja elementos vinculantes con la servidumbre política;
procuraremos sintetizar el contexto histórico desde el cual
se fue derivando el principio de la representación
política; con ello esperamos comprender con mejor claridad
la naturaleza de la representatividad política y, entonces,
evaluar mejor la correlación supuesta entre representación
y servidumbre política.
La representación política es una figura que puede
rastrearse hasta la antigüedad greco-romana; según afirman
algunos estudiosos del tema, en la democracia ateniense
encontramos muestras de la representación política;
considera Rodríguez Lozano (1996: 62 y ss.) que el Consejo
de los quinientos y la Asamblea del pueblo {ecclesia)
atenienses reflejan claros elementos de representación; en
el caso del mundo romano, la representación se hace más
patente; instituciones como el Senado y las magistraturas:
el consulado, la pretoria, la censura y, sobre todo, el
tribunado., manifiestan que se practicaba, indudablemente,
la representación, si bien aún no se había precisado
teóricamente dicho principio.
No obstante, la era medieval europea es la que
presencia la formación más concreta de la representación
política, la cual se convierte en una práctica profusa,
aunque, por supuesto, nunca alcanzó la sustentación teórica
que adquiriría en la modernidad; sin embargo, la práctica
de la representación política no emerge -como señalarían
algunos de su defensores- para proteger los intereses de
los ^representados' , y menos para darle voz y voto a los
subditos de la corona; por el contrario, la representación
política se afianza e impulsa para otorgar y garantizar el
control financiero de los monarcas en sus feudos; en otras
palabras, esta figura política no emerge para relacionar
las aspiraciones de los subditos con el poder, sino para
relacionar al poder con los caudales de sus subditos. Según
las palabras de Rodríguez Lozano:
"Los concilios y asambleas eran cosa común en
la Edad Media. En un principio exclusivamente eran
convocados los grandes magnates del pueblo,
nobleza y alto clero. Bajo la influencia del
derecho romano se hizo extensiva la convocatoria a
todos aquellos hombres libres que habitaban en
ciudades y burgos [. ] Así, cuando los monarcas
necesitaron un subsidio extraordinario, mayor al
autorizado por la costumbre feudal, la ley feudal
les obligó a obtener el consentimiento de quienes
serían afectados por ese nuevo impuesto." (1996:
96-97)
De esta forma y con la elaboración de nuevas
disposiciones jurídicas que le permitían a los monarcas
vincularse con los tesoros de sus subditos, principalmente
burgueses, fue propiciándose la práctica de una
representación política desligada, en gran medida, de los
intereses de los ^representados'; así, los supuestos
^representantes' se fueron convirtiendo, realmente, en una
especie de agentes fiduciarios de los reyes:
"Quizá para evitar que los representantes de
la burguesía se rehusaran a aprobar la ayuda
financiera o a demorar el otorgamiento de su
consentimiento, los juristas reales sugirieron que
los mandatos de los representantes fueran dotados
de plenos poderes -plena potestas- e instrucciones
suficientes -sufficienter instxructus-. Con estas
dos fórmulas del derecho romano, los
representantes estarían en condiciones de poder
realizar cualquier cosa. En la práctica se
desvinculaban de sus representados al ser
relevados de la obligación de recabar nuevas
instrucciones. Ello puede considerarse como la
esencia de la representación política
contemporánea." (Rodríguez Lozano, 1996: 97-98)
Para no abusar de una descripción en extremo detallada
sobre la evolución histórica de la figura de la
representación política, ahora pasaremos al momento en que,
de modo evidente, la práctica política representativa se
transforma en uno de los principios fundamentales de la
democracia moderna; la representación aparece como uno de
los pilares de la política moderna en el periodo de las
grandes revoluciones del siglo XVIII; por ello, nos
detendremos en la noción que se tenía de la representación
en tiempos de las revoluciones norteamericana y francesa.
Para los teóricos de la revolución norteamericana, la
representación política resultó ser un mecanismo
maravilloso, que permitiría establecer correlaciones entre
gobernantes y gobernados, legitimando el poder; personajes
como Hamilton, Madison y Jay, en el famoso texto El
Federalista, esgrimen elogios para con la representación
política; veamos, verbigracia, las elocuentes palabras que
pronuncia Madison, aseverando que la representación
permite:
"[ ] afinar y ampliar la opinión pública,
pasándola por el tamiz de un grupo escogido de
ciudadanos, cuya prudencia puede discernir mejor
el verdadero interés de su país y cuyo patriotismo
y amor por la justicia sean los menos susceptible
de sacrificar ese interés a consideraciones
efímeras y parciales. Con este sistema, es muy
posible que la voz pública, expresada por los
representantes del pueblo, esté más en consonancia
con el bien público que si la expresa el pueblo
mismo, convocado con ese fin" (Hamilton, Madison y
Jay, 1974: 39).
Realmente, en el fondo de este planteamiento de Madison
se encuentra la reticencia a convertir la política en el
gobierno de una mayoría inculta; es decir, el propósito del
principio representativo, según los padres fundadores
norteamericanos, no era vincular a la mayoría del pueblo
con las deliberaciones y decisiones del poder, sino,
contrariamente, mantener al populacho a raya del gobierno.
El concepto de fondo que hay en esta forma del principio
representativo se fundamenta en la escisión político-
antropológica según la cual algunos pocos hombres son seres
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superiores, mientras que el resto de personas, la mayoría, 
son considerados seres subordinados, que han de ser 
dirigidos por aquella élite superior; ésta es la auténtica 
noción política representativa que promovieron y erigieron 
los revolucionarios estadounidenses: 
"[..] la democracia representativa se diseñó para 
evitar que las instituciones y las decisiones 
públicas cayeran presa de las pasiones y/o 
ambiciones de las facciones formadas por la 
ciudadanía que estuvieran al servicio de la 
tiranía de la mayoría. Los fundadores del sistema 
representativo consideraron que las mayorías 
tendían a actuar apresurada y apasionadamente." 
(Hernández Quiñones, 2006: 40) 
En Francia también se acoge el principio de la 
representación política como una figura imprescindible para 
relacionar a gobernantes y gobernados; Montesquieu, Sieyés, 
Mirabeau, Condorcet y otros, defendieron la representación 
política, enlazándola con el principio de la soberanía 
popular, dándole a los 'representantes' la potestad de 
deliberar y decidir con total libertad, pues eran 
depositarios de la 'voluntad popular'. 
Esta concepción de la representación como aparejada con 
la soberanía popular fue criticada, no obstante, por 
Rousseau, quien puntualizó, con gran claridad, la 
incoherencia de la conjunción de dichos principios,
señalando que: "el soberano, que no es más que un ser
colectivo, no puede ser representado sino por él mismo" y,
por ello, "los diputados del pueblo, pues, no son ni pueden
ser sus representantes, son únicamente sus comisarios y no
pueden resolver nada definitivamente. Toda ley que el
pueblo en persona no ratifica es nula." (Rivas Acuña, 2006:
27) ; no obstante, a pesar de esos defectos, Rousseau acepta
el principio de la representación, dada la imposibilidad de
practicar una democracia directa en los grandes Estados
modernos.
Podría pensarse que este impulso del principio
representativo es propio de tendencias revolucionarias, lo
cual evidenciaría el carácter radicalmente democrático y
popular hacia el que propendería este principio; sin
embargo, una de las defensas más sobresalientes y
recordadas del principio de la representación proviene de
uno de los más célebres políticos conservadores ingleses
del siglo XVIII, Edmund Burke, quien, en su Discurso a los
electores de Bristol de 1774, apoya la idea de la
representación parlamentaria como manifestación de las
razones e intereses que mejor convienen a la totalidad
nacional; aunque, también se ha sustentado que la
9 
concepción de Burke refleja claras motivaciones elitistas 
(Sartori, 1998: 4; Garzón Valdés, 1989: 144); además, lo 
que si es obvio es que Burke se opone a la institución de 
contrapesos vinculantes (teoría del mandato) entre 
'representados' y 'representantes'. 
Para terminar esta exposición sobre las opiniones de 
diversos filósofos que elogian la emergencia de la 
representación política, los cuales reflejan la poderosa 
aceptación que dicho mecanismo político alcanzó en la 
modernidad, presentamos el decidido elogio que hace de la 
misma John Stuart Mill, uno de los afamados adalides del 
liberalismo utilitarista del siglo XIX, el cual sostiene 
que la democracia representativa es "el gran descubrimiento 
de los tiempos modernos, donde podemos encontrar las 
soluciones a las dificultades especulativas y prácticas de 
la democracia." (Stuart Mill, 1985: 7) 
La emergencia de la representación política como 
sustento de la democracia liberal moderna marchó de la mano 
con la fundamentación de otros grandes principios 
políticos, las nociones de la soberanía popular y el 
interés general; las cuales, supuestamente, radican dentro 
del corazón de la representatividad, legitimando las 
acciones políticas de los representantes sobre los 
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representados; por ello, hemos de analizar la importancia 
de las ideas de soberanía popular e interés general, como 
pilar del triunfo de la representación política en la vida 
democrática moderna,. 
B. LA SOBERANÍA POPULAR Y EL INTERÉS GENERAL 
Tradicionalmente se considera que no es hasta la época 
de la Revolución Francesa cuando se produce una clara 
renovación del modelo representativo medieval; en este 
contexto, el nuevo concepto de representación se encuentra 
asociado al surgimiento de una nueva forma de legitimidad 
del poder político, hecho que es esencial para aprehender 
la naturaleza de la representación política moderna. 
Analicemos la forma en la cual la soberanía popular y la 
representación política se asentaron como principios 
legitimantes de la democracia liberal. 
Frente a la desigualdad determinada por la herencia, la 
ideología liberal, al defender entre sus postulados 
esenciales la libertad e igualdad de los hombres, minó la 
legitimidad de toda autoridad que no se basase en el 
consentimiento de los mismos. 
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Según los planteamientos liberales, el origen del poder 
se encuentra en el pueblo integrado por hombres libres; al 
considerar que el poder emanaba del pueblo o de la nación, 
se daba un giro de ciento ochenta grados a la legitimidad 
del poder imperante en el Antiguo Régimen; sin embargo, el 
pensamiento liberal no cuestionó la cualidad soberana del 
poder político, aunque otros principios liberales, como la 
división de poderes, no resultasen congruentes desde un 
punto de vista teórico con el concepto de soberanía. 
En ese sentido, la titularidad de la soberanía, según 
la ideología liberal, ya no podía recaer en el rey, sino en 
el pueblo o en la nación, pero seguía siendo concebida 
desde los parámetros establecidos por Jean Bodin y Hobbes: 
Por soberanía seguía entendiéndose -parafraseando a 
Norberto Bobbio- el poder capaz de imponer decisiones 
colectivas válidas para todos los miembros de la sociedad 
sin vínculo de mandato. (Bobbio, 1985: 98) 
Hay que aceptar, por una parte, que la unidad de poder 
que subyace en el concepto de soberanía plantea cierta 
incoherencia con la fragmentación derivada de la fuente de 
la que procede; pero, por otra, el concepto moderno de 
representación política es el instrumento que permitió 
armonizar la soberanía y la fragmentación de intereses. 
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En efecto, los caracteres del mandato representativo 
proporcionan argumentos para reconstruir teóricamente la 
unidad del poder y superar la pluralidad de intereses; 
concretamente, la idea de que el diputado representa a la 
nación en su totalidad, junto con la idea de que el 
representante, en el ejercicio de su actividad, no se 
encuentra sometido a instrucciones ni puede ser objeto de 
revocación, contribuye a neutralizar la heterogeneidad de 
intereses. 
Si bien, como se acaba de señalar, no es fácil 
conciliar la unidad de la soberanía con la idea de que el 
pueblo es el titular del poder, aún es más paradójico que 
el mandato representativo se fundamente precisamente en el 
principio de la soberanía nacional; como ha destacado la 
escuela francesa, es un lugar común señalar que según las 
ideas predominantes de la época revolucionaria y, en 
particular, de acuerdo con las aportaciones de Emmanuel 
Joseph Sieyés, el principio de la soberanía no reside en el 
pueblo considerado como la suma de las soberanías 
individuales, sino en la nación. (Sartori, 1957: 535) 
De acuerdo con ese planteamiento, al poseer el titular 
de la soberanía una naturaleza colectiva, su voluntad sólo 
empieza a existir en el momento en que la formulan los 
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representantes; además, esa naturaleza colectiva también 
determina que el representante posea un carácter colectivo, 
lo cual implica que los representantes lo son de la nación 
entera y no de sus electores. 
La consecuencia que se desprende de esos planteamientos 
no es otra que la independencia del representante, pues 
como explica Georges Burdeau (1970: 98), si se acepta la 
vinculación de los representantes respecto a las 
instrucciones de los representados tendríamos que admitir 
que una voluntad anterior puede condicionar la formación de 
la voluntad nacional; sin embargo, se ha señalado que la 
nación carece de voluntad hasta que los representantes la 
crean; entonces, la independencia del representante no sólo 
se desprende del titular de la soberanía, sino también del 
objeto de la representación. 
En otras palabras, para el pensamiento liberal, el 
sujeto al que se representa es la nación y lo representado 
es el interés general, por eso, como explica Edmund Burke 
en el celebérrimo Discurso a los electores de Bristol, el 
Parlamento es una asamblea deliberante de "una nación con 
un interés" y este interés no es otro que el de la 
totalidad, por ello el parlamento no puede entenderse como 
"un congreso de embajadores que defiende intereses 
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contrapuestos y hostiles" donde se impongan intereses 
locales. (Burke, 1984: 313) 
La independencia del representante en el contexto 
histórico en el que aspira a implantarse tenía un objetivo 
eminentemente político; frente al mandato imperativo, rasgo 
esencial de la representación de intereses sectoriales, el 
mandato representativo se impone por ser un instrumento 
adecuado para erosionar la influencia de los cuerpos 
intermedios de la arena política; la independencia del 
representante, que constituye el meollo del concepto 
moderno de representación, surge en la historia política 
como un medio ineludible para superar los intereses 
sectoriales, concretamente, los privilegios de la nobleza y 
del clero. 
Por lo tanto, la aparición de un interés general por 
encima de los intereses particulares es la razón de ser de 
la representación política moderna, idea que, por otra 
parte, sirvió de subterfugio para establecer una nueva 
legitimidad cuyo asidero era la soberanía nacional. 
La nación como sujeto a representar y la idea de un 
hipotético interés son los presupuestos utilizados por 
Sieyés, a quien se le ha considerado uno de los principales 
teóricos de la representación política moderna. 
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Para Sieyés, la nación es un cuerpo de asociados que 
viven bajo una "ley común", lo que justifica que la nobleza 
no sea considerada parte integrante de la nación, ya que, 
por un lado, sus privilegios la eximen de la aplicación de 
la ley común y, por otro, sus representantes no defienden 
"intereses generales" sino particulares. 
Además de la "ley común", Sieyés sostiene que la 
representación también común es un elemento constitutivo de 
la nación, pues: "A la comunidad le hace falta una voluntad 
común, sin la unidad de voluntad, no conseguiría formar un 
todo con voluntad y activos” (Sieyés, 1989: 68), argumento 
que guarda analogía con las ideas de Hobbes, toda vez que, 
de acuerdo con este planteamiento, la representación es un 
elemento esencial para dotar de realidad y unidad a la 
nación, así como para solucionar los problemas que en el 
siglo XVIII planteaba el cambio de titularidad de la 
soberanía del monarca a la nación. 
Asimismo, la generalidad que se le atribuye a la 
representación moderna, además de provenir del titular de 
la soberanía, deriva también de las funciones asignadas al 
representante; según la exposición del abate Sieyés, el 
único sentido de la asociación es la satisfacción de 
objetivos comunes, tales como la seguridad o la libertad; 
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los intereses particulares, dice Sieyés, deben quedar al 
margen de las asambleas, cuyo fin es procurar "el interés 
general"; consecuentemente, "el derecho a hacerse 
representar pertenece a los ciudadanos únicamente a causa 
de las cualidades que les son comunes, y no por aquellas 
que los diferencian" (Sieyés, 1989: 129). 
De acuerdo con esas ideas, la necesidad de fundamentar 
la unidad de la nación es la causa que explica el lugar 
central que ocupa el interés general entre los teóricos 
liberales; cabe considerar que la representación del 
interés general es una consecuencia lógica del concepto de 
interés desarrollado por Burke, para quien los intereses 
son pocos numéricamente y poseen una naturaleza objetiva; 
de ahí que el bien común sea susceptible de conocerse 
racionalmente mediante la deliberación. 
Ahora bien, en líneas generales, los principales 
teóricos liberales del gobierno representativo no comparten 
el concepto de interés que sostiene Burke; según los 
autores de El Federalista y, en general, las corrientes 
utilitaristas, el interés posee una dimensión subjetiva, lo 
que no impide, por otra Parte, que sus reflexiones teóricas 
sobre la representación giren en torno a la idea de interés 
general. 
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En ese sentido, James Madison, al teorizar sobre la 
representación política, parte de que en la sociedad 
confluyen numerosos intereses imposibles de reducir a unas 
cuantas categorías; confluencia que tiene su origen en la 
naturaleza humana y cuya causa principal es la desigualdad 
creada por la propiedad. 
Según Madison, los intereses sociales, a los que 
identifica con las facciones, son perjudiciales; 
precisamente esta consideración de los intereses es lo que 
le induce a concebir la república o el gobierno 
representativo como el mejor sistema para obstaculizar la 
influencia de las facciones; Madison se apoya en un 
argumento elitista para justificar la representación, pues 
sostiene que cuando se delega el gobierno en un pequeño 
número de representantes se logra un mejor gobierno civil. 
Según el estudio de Hannah Pitkin (1985: 216) sobre la 
obra de Madison, la superación de la división de intereses 
no deriva de la labor de filtro que puedan realizar los 
representantes, porque también es posible que éstos lleguen 
a identificarse con intereses facciosos; una salvaguarda 
superior se desprende de que en un Estado grande habrá más 
intereses distintos y, por lo tanto, la representación será 
un obstáculo para que cualquier facción se convierta en 
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mayoría, aumentando la posibilidad de equilibrar 
neutralizar los intereses. 
En cualquier caso, lo que interesa subrayar de la 
aportación de Madison es el hecho de que el gobierno 
representativo sea entendido no tanto como la solución más 
idónea para hacer prevalecer la variedad de intereses 
sociales, sino como una institución que posibilita la 
neutralización del conflicto de intereses, aunque al mismo 
tiempo los autores de El Federalista defienden la necesidad 
de limitar la duración del mandato para vincular la 
actividad de los representantes con la opinión de sus 
electores. (Hamilton, Madison y Jay, 1974: 243) 
Por su parte, John Stuart Mill, al igual que otros 
autores utilitaristas, observa que los individuos se 
inclinan fundamentalmente por sus intereses particulares; 
como explica Pitkin (1985: 219), la idea de interés, según 
esta corriente, posee una dimensión más personal y 
subjetiva que la que le atribuyó Madison, quien identifica 
los intereses con los grupos; el reconocimiento de esta 
tendencia de los individuos por sus intereses egoístas 
puede ser la razón que indujese a J.S. Mill a justificar el 
gobierno representativo y el sistema proporcional. 
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Sin embargo, la idea de interés general también está 
presente en la reflexión de J.S. Mill, a pesar de que la 
representación proporcional posibilita el reflejo de las 
divisiones sociales y, en consecuencia, introduce 
disfuncionalidades en esa tarea de la representación que es 
la representación de todos los ciudadanos en su conjunto. 
Algunos de los argumentos utilizados por Mill para 
defender el sistema proporcional hacen pensar que se aparta 
de las ideas expuestas por otros autores; la finalidad de 
sus propuestas no se dirige tanto a neutralizar los 
intereses individuales, como a dotarles de uña auténtica 
representación en función de la fuerza numérica. 
La concepción subjetiva que del interés posee Mill se 
revela al señalar que la única forma de asegurar los 
derechos e intereses de toda persona es a través de un 
gobierno que sea "totalmente popular"; es decir, 
parafraseando a Mill, la participación en el poder soberano 
evita el riesgo de soslayar ciertos intereses, porque los 
seres humanos sólo pueden evitar el daño de los demás 
protegiéndose por sí mismos y no tanto en función de lo que 
otros puedan hacer por ellos. (Stuart Mill, 1985: 65) 
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Es decir, para que una democracia sea equitativa, dice 
Mill, todas las "secciones" deben estar representadas 
proporcionalmente; señalando lo siguiente: 
"A menos que lo estén, no habrá un gobierno 
equitativo sino un régimen de desigualdad y 
privilegio: una porción del pueblo gobernará al 
resto, habrá una parte a la cual se le negará su 
justa y equitativa participación de influencia en 
la representación, en contra de todo gobierno 
justo; pero, sobre todo, en contra del principio 
de la democracia, la cual proclama a la igualdad 
como a su misma raíz y fundamento" (Stuart Mill, 
1985: 135). 
La representación proporcional, desde la perspectiva de 
Mill, es una exigencia, por lo tanto, del principio de 
igualdad y, además, refuerza la identificación entre el 
elector y el representante, ya que permite al primero no 
estar representado por alguien al que no ha elegido; quizá 
hay que pensar que la idea subyacente en este último 
argumento se dirige a aumentar la legitimación del 
representante de acuerdo con las características de la 
representación sociológica. 
En una primera aproximación, cabe valorar las ideas de 
Mill como uno de los primeros intentos para adecuar, desde 
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un punto de vista liberal, la teoría de la representación a 
la heterogeneidad de intereses. 
Ahora bien, de la obra de Consideraciones sobre el 
gobierno representativo se desprende que la representación 
proporcional no ha de interpretarse únicamente de acuerdo 
con la dimensión subjetiva de los intereses y con la 
igualdad; al parecer, Mill es partidario de una 
participación ciudadana amplia, pero el denominado "miedo a 
la mayoría", característico del pensamiento liberal, es 
también el motivo que le indujo a justificar el sistema 
proporcional e invocar el interés general. 
En efecto, al señalar los riesgos del gobierno 
representativo, Mill destaca que uno de ellos es que se 
imponga una "legislación de clase por parte de una mayoría 
numérica, compuesta enteramente por miembros de una clase", 
ya que esa situación conduciría a que la mayoría "se 
incline hacia una conducta distinta de aquella que 
supondría la consideración imparcial del interés 
colectivo"; ante ese riesgo y para evitar la eliminación de 
la minoría frente a la mayoría, es necesario que exista una 
fórmula intermedia "entre permitir al número menor ser tan 
poderoso como el mayor y borrar del todo al número menor". 
(Stuart Mill, 1985: 133-134) 
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Según estos planteamientos, el interés general no se 
identifica con el de la mayoría, sino con un tipo de 
interés que trasciende a la mayoría y a la minoría; en 
consecuencia, se alude a una dimensión consensuada del 
interés fruto de la deliberación; se constata una vez más, 
que aun reconociendo la dimensión subjetiva de los 
intereses, la representación se fundamenta en la existencia 
de un supuesto interés general; la conciliación entre las 
dos dimensiones del interés, así como los motivos por los 
que se impone ese interés general, a pesar de la tendencia 
de los individuos a satisfacer prioritariamente sus 
intereses particulares, tampoco es fácil de aprehender. 
En definitiva, la explicación de Mill es semejante a la 
de Madison al sugerir que la representación política 
consigue neutralizar los intereses particulares, y nos 
afirma que: 
"La razón por la que en cualquier sociedad 
constituida con tolerancia, la justicia y el 
interés general consiguen sus objetivos, 
principalmente al final, es que los intereses 
separados y egoístas de la humanidad casi siempre 
se dividen; algunas personas se interesan por lo 
que es nocivo; pero otras también dirigen su 
interés particular hacia lo que es correcto, y 
aquellos que son gobernados por consideraciones 
más elevadas, aunque son muy pocos y débiles 
23 
[terminan prevaleciendo]". (Stuart Mill, 1985: 
130) 
Coherentemente con la fundamentación de la 
representación en el interés general, Mill defiende 
explícitamente la desvinculación del representante respecto 
a las opiniones del representado, no tanto como un medio de 
evitar las interferencias de los intereses particulares, 
sino por una razón de índole elitista, pues es la superior 
formación intelectual del representante lo que justifica la 
independencia respecto al representado. (Stuart Mill, 1985: 
220) 
El carácter absoluto de la soberanía, que algunos 
autores habían justificado en los años revolucionarios, y 
la abstracción implícita en la idea de interés general 
fueron objeto de matizaciones desde las propias filas 
liberales, aunque sin llegar a rechazar ambos principios. 
Así, el peligro que la fuerza del número representa 
para la libertad fue el argumento esgrimido por Benjamin 
Constant para defender la necesidad de limitar la soberanía 
por medios institucionales y reduciendo el ámbito del poder 
(Constant, 1970: 7); sin embargo, Constant no discute la 
supremacía de la "soberanía del pueblo" sobre las 
voluntades particulares; por otra parte, consideraba la 
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representación como una técnica para la libertad de los 
modernos, y sostiene, frente a los conceptos abstractos de 
interés, que el interés general no es otra cosa que la 
combinación de intereses particulares o el resultado de la 
transacción entre ellos. 
Para Constant, el interés general es distinto a los 
intereses particulares, pero no es contrario a éstos, 
"difiere de ellos como un cuerpo difiere de sus partes" 
(Constant, 1970: 46); en consecuencia, el interés público 
coincide con los intereses individuales una vez suprimido 
lo que perjudique mutuamente. 
En resumen, el liberalismo erige al principio 
representativo en el procedimiento político más idóneo para 
expresar la soberanía popular y el interés general, 
fundando una sola comunidad de voluntades donde antes 
predominaba la idea de una pluralidad de conflictivos 
intereses; quizá la apelación a ese supuesto y común 
interés general resulta ineludible para exigir obediencia y 
consentimiento cuando el poder se ubica en el pueblo como 
soberano; así, el procedimiento de la representación dota 
de legitimidad a los que representan a dicha comunidad de 
intereses. 
25 
Igualmente, la articulación de la representación sería 
inconcebible sin el recurso a la noción de soberanía 
popular, debido a la dificultad, cuando no la 
imposibilidad, de que la abundancia de intereses sociales y 
políticos, en la mayoría de las ocasiones contradictorios, 
puedan hacerse presentes en el proceso de adopción de 
decisiones; de tal manera que, tanto la idea de soberanía 
popular como la de representación, convergen en una fórmula 
que, según los teóricos de la democracia liberal, ha 
promovido la integración de intereses de la comunidad. 
C. LA RAZÓN REPRESENTATIVA 
Como hemos descrito, en una primera aproximación, el 
principio de la soberanía popular, en conjunto con el 
principio de la representación, intentan legitimar la 
democracia moderna, colocándola por encima del antagonismo 
que resulta entre los intereses particulares y sectoriales 
que hay en la sociedad; en ese sentido, la razón de ser de 
la representatividad apunta hacia su pretendida 
identificación con el interés general, generando una 
armonía política y superando el marco de intereses diversos 
y antagónicos, erigiéndose en la forma más apropiada para 
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expresar aquella soberanía popular; esta finalidad, cuya 
intención radica en integrar los pluralismos políticos, es 
consustancial al concepto de la representación política 
moderna según fue concebido por los teóricos liberales. 
No obstante, hay que reconocer que el liberalismo no es 
monolítico, lo que dificulta que se dé un sentido unívoco a 
la vía o procedimiento a través del cual se racionalizan 
los diversos intereses para poder regirlos en base a la 
conformidad democrática; sin embargo, del análisis de las 
aportaciones de autores como Sieyés, Madison, J.S. Mill o 
Constant se desprende que la razón de ser de la 
representación es crear, mediante la deliberación, un 
interés común e integrador por encima de los intereses en 
conflicto, y no tanto agregar, sin más o coactivamente, los 
intereses preexistentes en la sociedad. 
En la contemporaneidad, los defensores de la 
representación como forma más adecuada para conformar la 
democracia aluden hacia diversas tesis referentes a la 
mejor manera de entender la racionalidad que pretende 
fundar la representación en el sistema político; la mayoría 
de estos politólogos se mantienen dentro de la tradición 
política liberal, intentando dilucidar las controversias 
que, como hemos visto, le son inherentes al principio 
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representativo, sobre todo las acusaciones de elitismo y 
prevalencia de los intereses coactivos. 
Como comentamos, la continuidad de los principios 
liberales en la representación política moderna Y 
contemporánea ha sido destacada en diferentes estudios, 
aunque las conclusiones no siempre resultan convergentes. 
Entre los últimos y principales trabajos debe citarse 
la obra Los principios del gobierno representativo, de 
Bernard Manin, en la que el autor analiza los efectos de 
las instituciones concebidas por los teóricos del gobierno 
representativo; en síntesis, Manin (1998: 24) constata que 
los principios liberales persisten respecto a la 
institución -la democracia representativa- utilizada para 
la selección de gobernantes y en relación a la influencia 
de la voluntad del pueblo en las decisiones. 
No obstante, da la impresión que la teoría liberal ha 
sido incapaz de acometer la revisión y renovación de los 
fundamentos clásicos de la democracia representativa, y que 
la problemática y la crisis de la representación en la 
actualidad, lejos de haber superado los presupuestos 
originarios de su racionalidad, son una consecuencia de lo 
que estaba implícito en ellos; es decir, la ilusión de 
integración de intereses plurales ha ido perdiendo fuerza 
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con los constantes ataques teóricos y prácticos que se han 
esgrimido 	contra 	los 	regímenes 	democráticos 
representativos. 
En ese sentido, parece necesario revisar la teoría con 
el objeto de crear una auténtica racionalidad 
representativa, no mediante la alusión a nociones un tanto 
difusas como la soberanía popular o el interés general, 
sino explicando la legítima relación representativa entre 
el poder y la sociedad. 
Frente a estas posturas que a veces corroboran -como en 
el caso de Manin-, y otras muchas niegan, la vigencia de 
los fundamentos liberales y, en las que incluso se llega a 
proponer la necesidad de superarlos revolucionariamente, 
otros autores mantienen que esos fundamentos son 
ineludibles. 
En esta última orientación se encuadran las propuestas 
de Giovanni Sartori, que en un artículo, al que titula 
significativamente, En defensa de la representación, 
sostiene, frente a los que propugnan un mayor acercamiento 
al modelo de democracia directa, que la prohibición del 
mandato imperativo es inherente a la democracia 
representativa. 
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Según el profesor italiano, la explicación hay que
encontrarla, entre otras razones, en el hecho de que los
parlamentos, además de representar al pueblo, tienen que
gobernar sobre el pueblo, por lo que los diputados no
pueden ser meros delegados; en caso contrario, la función
de gobierno se resiente, porque en el supuesto de que los
diputados se sometiesen a las exigencias de los electores,
terminarían por prevalecer los intereses locales sobre los
intereses generales.
Para Sartori la vuelta al mandato imperativo "sólo
puede llevamos a un sistema representativo altamente
disfuncional y localmente fragmentado que pierde de vista
el interés general". (Sartori, 1998: 4)
En definitiva, según Sartori, la independencia del
representante es uno de esos principios liberales que no
puede caer en desuso, porque se trata de una de las
características esenciales de la representación moderna,
característica que, por otra parte, fue concebida como una
razón y requisito esencial para la representación de
intereses generales.
Pero, precisamente, la objeción que se realiza desde
hace decenios a la teoría liberal es que sus presupuestos
resultan inadecuados para entender la racionalidad de la
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representación moderna, ya que aquélla se basa en la idea 
de interés general. 
Dejando al margen ciertos argumentos liberales que se 
apoyan en razones elitistas para justificar el gobierno 
representativo por tratarse de un modelo cualitativamente 
distinto y superior a la democracia; en realidad, la 
diversidad de intereses existentes en una sociedad es la 
premisa sobre la que se construye la representación 
política, no sólo por parte del liberalismo, sino desde 
otras posiciones teóricas; baste recordar que Carl Schmitt 
distinguía el Liberalismo de la Democracia porque ambos se 
regían por principios distintos: el primero se basaba en la 
representación, caracterizada por la heterogeneidad de 
intereses; y la segunda, en la identidad, debido a la 
homogeneidad de intereses. (Schmitt, 1983: 205) 
En esa misma línea, la concepción pluralista, y en 
particular Robert Dahl, entiende que el régimen 
representativo es una solución técnica para aplicar la 
democracia al tamaño del demos, pues sólo mediante este 
modelo es viable la democracia a gran escala y en 
sociedades con intereses heterogéneos, los cuales son un 
obstáculo para la idea de autogobierno. (Dahl, 1992: 39) 
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Desde esos planteamientos y en contra de la teoría 
liberal clásica que hace gravitar la racionalidad de la 
representación en torno a la idea de interés general, la 
corriente pluralista niega que exista un único interés; los 
intereses son muchos; lo que no impide que Dahl sostenga 
que pueden ser tomados en consideración en el proceso 
político a través del pluralismo asociativo y la 
descentralización de las decisiones (Dahl, 1992: 344); la 
política deviene, pues, en negociación entre intereses en 
conflicto, y las decisiones políticas son el resultado de 
un proceso agregativo de intereses definidos previamente. 
La concepción pluralista de la democracia liberal y la 
negación de la existencia de un interés general pueden 
resultar coherentes si se analiza la racionalidad de la 
representación desde la noción de participación; es decir, 
si se considera que todos los intereses existentes tienen 
capacidad de influencia, de forma que el ámbito político es 
una arena neutral donde se desarrollan los conflictos de 
intereses; por el contrario, si es innegable la diversidad 
de intereses en la sociedad y no se descuida que la 
racionalidad representativa parte de esta premisa, 
aparentemente existe cierta contradicción en que el 
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liberalismo clásico fundamente la representación en la idea 
de interés general. 
Sin embargo, esa aparente contradicción, así como la 
pervivencia de los principios liberales, puede explicarse 
si se tiene en cuenta que la representación fue concebida, 
prioritariamente, como un mecanismo de integración política 
y que, por encima de las transformaciones acaecidas sobre 
el gobierno representativo, la necesidad de fomentar la 
integración de intereses es una tendencia recurrente. 
No se trata aquí de contraponer la idea de 
"integración" de intereses a la de "agregación", sino de 
destacar el predominio de la primera razón sobre la segunda 
en las aportaciones de los primeros teorizadores liberales 
y en la práctica de la representación. 
Al respecto de lo anterior, la idea de que la 
racionalidad de la representación estriba en crear la 
unidad política ante la falta de unanimidad de intereses 
fue ya objeto de reflexión para Thomas Hobbes, que pasa por 
ser uno de los primeros teóricos que se ocuparon del 
concepto moderno de representación. 
Por otro lado, desde la filosofía política 
contemporánea, a la hora de dar cuenta de la racionalidad 
de la representación, se hace más hincapié en la función de 
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prestar consentimiento y de legitimar el poder político, si 
bien ambas funciones deben explicarse a partir de la 
necesidad de simplificar la pluralidad de intereses. 
No obstante, existen razones para considerar que la 
soberanía popular y el interés general pertenecen a ese 
cúmulo de ideas caducadas por su incapacidad de dar cuenta 
de las democracias contemporáneas; sin embargo, y aunque 
parezca contradictorio, la necesidad de superar la 
pluralidad de intereses es una razón constante de la 
representación política que no ha perdido vigencia. 
En efecto, esa necesidad está presente ya en la génesis 
del concepto moderno de representación según se desprende 
tanto del contexto histórico en el que surgió como de las 
reflexiones liberales; asimismo, la práctica de las 
instituciones representativas se ha orientado, como común 
denominador, a simplificar los intereses en conflicto. 
Si se acepta ese común denominador, quizá haya que 
admitir la imposibilidad de superar los fundamentos de la 
concepción 	liberal 	que 	erigen 	la 	racionalidad 
representativa en la mejor fórmula democrática, la cual 
excusa la falta de respuesta para conciliar la teoría con 
la realidad, aduciendo la complejidad de intereses plurales 
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difícilmente reconciliables, tal como destacan profusamente 
los estudiosos que se han ocupado del tema. 
En definitiva, si se ha de aceptar la importancia que 
tuvo el principio representativo como gestor de la 
conciliación democrática de las sociedades modernas, dicha 
representatividad ha perdido vigencia en la actualidad, 
cuando nuevas formas de expresión política se manifiestan 
como desagregados sociales, apartados de la esfera de lo 
público; en ese caso, será preciso inquirir acerca de las 
relaciones actuales entre la representación y la 
democracia, desvelando la situación real de la democracia 
representativa en nuestro tiempo. 
CAPÍTULO II 
"SISTEMY, - DE /iBucyrÉr:-A-g n mi- . norucocinn n nr DAIVAAAA 
II. REPRESENTACIÓN Y DEMOCRACIA 
A. LOS MODELOS REPRESENTATIVOS 
La forma en que se concretó el principio de la 
representación política en los contextos político-prácticos 
se manifestó concretamente en una serie de modelos 
democrático-representativos; estos modelos tipifican la 
manera como se vinculan los componentes de la esfera 
política, en lo que respecta a la participación de los 
representados y los representantes, siendo los partidos 
políticos un eje de mediación esencial en dicha relación; 
estos modelos resultan ser los principales referentes de la 
política democrática moderna en Occidente sobre todo. 
Por lo anterior, será fundamental revisar y tener 
presente la significación de los partidos políticos como 
factores que instrumentalizan el principio representativo 
en el ámbito de la democracia, siendo los vehículos que 
comunican, políticamente, la pluralidad de intereses 
existentes en la sociedad; al respecto existen diversas 
concepciones en cuanto a criterios interpretativos acerca 
de la concepción de los partidos políticos y su relación 
con los regímenes democrático representativos. 
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plazo históricamente breve, alimentadas por los procesos de 
urbanización e industrialización que les cambiaron 
radicalmente la cara a sus sociedades; en el ámbito de esta 
transformación se fue constituyendo un nuevo actor social: 
la clase obrera, que se organizó colectivamente, 
enfrentando al sistema en su conjunto e inspirado 
ideológicamente en las diversas corrientes del socialismo 
que proliferaron a lo largo de la segunda mitad del siglo 
XIX. 
Las luchas de los sindicatos llevadas a cabo con el 
propósito de alterar el orden social y obtener mejores 
condiciones materiales de vida para sus asociados, tuvieron 
un papel fundamental a la hora de ampliar la ciudadanía 
política, poniendo fin a las democracias censitarias del 
siglo XIX; de esta manera, a principios del siglo XX, las 
instituciones del régimen político se habían transformado y 
el modelo representativo de la democracia de masas se 
constituía sobre la base de cuerpos electorales muy amplios 
y heterogéneos, que aglutinaban una gran diversidad de 
intereses materiales e ideales. 
Paralelamente, el Estado fue transformándose hasta 
adquirir la forma de modelo específico, que ha sido llamado 
Estado intervencionista de bienestar, donde el Estado pasó 
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a ocupar un lugar central en la sociedad; con éste nuevo 
entorno organizativo, los partidos políticos se enfrentaron 
a la necesidad imperiosa de transformarse para poder 
adecuar sus estructuras a los nuevos requerimientos que las 
sociedades les planteaban; asumieron, así, las principales 
características del modelo representativo de partido de 
masas, burocráticos de masa, o de integración popular o 
nacional. 
La estructura organizativa de los partidos de este tipo 
tenía una alta densidad y complejidad institucional, que 
comenzaba en los afiliados y seguía en los locales 
territoriales donde estos se juntaban, discutían y elegían 
a sus delegados para los comités seccionales, provinciales 
y nacionales; se generaba así una fuerte estructura 
piramidal en cuyo vértice superior se encontraba la 
dirección nacional del partido. 
El sistema electoral que se asocia al modelo de partido 
de masas es el llamado "sistema proporcional", que consiste 
en distritos electorales grandes en donde se reparte un 
número importante de cargos entre las listas partidarias, 
proporcional al número de votos que hayan obtenido; este 
sistema esta generalmente acompañado de una lista "cerrada 
y bloqueada" en la que los votantes no pueden alterar el 
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orden de los candidatos, establecido por el partido; este 
modelo representativo de partido de masas surgió en los 
países de Europa continental a principios del siglo XX y 
actualmente sigue siendo uno de los sistemas más 
utilizados. 
De esta manera, la representación política ha ido 
perdiendo la condición de confianza "personal" propia de 
los partidos de notables, para adoptar la forma de 
representación de intereses "masivos"; las sociedades 
modernas, y por lo tanto sus electorados, son por 
naturaleza heterogéneas, y en ellas los partidos congregan 
a individuos más o menos semejantes en términos de estatus 
socioeconómico, creencias religiosas, actitudes y visiones 
del mundo. 
Así, la representación pretendería ser el reflejo de la 
estructura social, lo que se expresa mediante la elección 
es una escisión entre fuerzas sociales en conflicto entre 
sí; en este sentido, el actor representativo "encarna" en 
el escenario político del conflicto social los intereses de 
los actores sociales. 
Esta característica de la política no venía dada, al 
parecer, por un mero reflejo de la estructura social, sino 
más bien por el importante rol que el estado tenía en la 
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pugna distributiva; es decir, los partidos buscaban el 
apoyo de los electores, ofreciendo paquetes de políticas 
estatales que los beneficiarían específicamente. 
Con ello, la relación representativa se volvía aún más 
fuerte que en el momento anterior; con este modelo 
partidario, los votantes elegían a un partido con el que 
compartían sus intereses, que se explicitaban claramente en 
las propuestas y plataformas partidarias; una vez en el 
parlamento, los representantes le debían obediencia al 
"bloque partidario", por lo que se volvió absolutamente 
inútil la práctica del "debate parlamentario"; si alguno 
desobedecía al partido y "traicionaba" así a sus votantes, 
simplemente no volvían a ubicarlo en la lista partidaria en 
la siguiente elección o era separado del bloque. 
Por otra parte, la tercera configuración de la política 
representativa moderna hace referencia a 9modelos 
políticos meramente electorales, prevalecientes desde 
finales del siglo pasado y principios del actual; Estados 
que han tenido que reducirse frente a la crisis de sus 
aparatos sociales de bienestar, junto con sociedades más 
individualizadas y heterogéneas, han llevado a un 
descentramiento de la política; el régimen político 
democrático-representativo ha perdido gran parte de su 
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carácter integrador, convirtiéndole en una simple forma 
electoral de legitimación. 
En ese marco, las transformaciones que se experimentan 
en la política desde los años 70 del siglo pasado están 
claramente ligadas a los cambios en el rol de los Estados; 
éstos, producto de la crisis fiscal, el déficit 
presupuestario y los requerimientos de competitividad, 
ahora se hacen presentes en un mundo de economía 
globalizada; en un contexto social menos "centralizado", 
las organizaciones partidarias se vuelven mas limitadas y, 
en cierto sentido, menos representativas. 
Al no poder garantizar políticas públicas específicas, 
el partido va perdiendo sus referentes sociales, por lo que 
se ve obligado a buscar apoyos más amplios e indefinidos, 
los electorados de todo el mundo se vuelven mucho más 
volátiles, menos leales a partidos y más propensos al 
cambio. 
En otras palabras, un creciente electorado 
independiente 	o 	flotante, 	menos 	determinaciones 
estructurales a la hora del sufragio, mayor importancia de 
las coyunturas políticas específicas y la personalización 
de las campañas electorales parecen ser las consecuencias 
políticas más claras de la reducción del papel del Estado, 
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del impacto de los medios masivos de comunicación y de la
mayor heterogeneidad social.
Como consecuencia del desarrollo de los modelos
democrático-representativos que hemos visto hasta este
momento, pareciera ocurrir que los modelos sustentados en
la política del parlamento y de Jas masas han terminado en
un modelo representativo electoral fragmentado y en una
sociedad contemporánea fraccionada e indiferente
políticamente; por ello, los teóricos no cesan de hablarnos
de la crisis de los partidos, de la política, e incluso de
la democracia.
En cierto modo, la principal causa de este fenómeno es
la pérdida de credibilidad en el orden político
representativo; ante la ineludible fragmentación de lo
social, se van desvaneciendo los grupos sociales, los
intereses se formulan en una clave cada vez más
individualizada y van perdiendo sentido las identidades
colectivas, como las clases sociales o las naciones; así,
representar lo social parece volverse imposible, pues no
hay forma de establecer relaciones integradoras en ese
juego fracturado, cambiante, heterogéneo y complejo en el
que se ha convertido la sociedad.
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Al desaparecer las relaciones que permitieron durante 
años la representación, los individuos buscan una relación 
de transparencia con la política, en general desde lugares 
"no políticos", mediante un vínculo de tipo empático que 
desprecia cualquier forma de mediación; pero, sin mediación 
no hay representación posible. 
Aceptando que la sociedad contemporánea impide el juego 
político representativo que funcionó durante dos siglos, 
¿Qué ocurre en este sentido con el sistema partidario? El 
sistema de partidos deja de ser visto como un mecanismo 
agregador y representador de voluntades políticas, ya no es 
observado como la fuente, ni de su propia auto-legitimidad 
institucional, ni de la legitimación del conjunto del 
sistema político; el sistema de partidos ha perdido su 
cualidad como instrumento para la producción continúa de 
consenso y legitimidad; dicha concepción actual de los 
partidos es una evolución necesaria frente a un individuo 
que se desentiende de lo político. 
En fin, la crisis de los modelos representativos que 
son esenciales para la democracia moderna se hace evidente 
en la nueva sociedad postindustrial globalizada; con 
partidos políticos más débiles e incapaces de expresar 
intereses sociales coherentes, con gobiernos obsesionados 
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por períodos electorales cada vez más breves, y ciudadanos 
desencantados y apáticos, replegados sobre su vida privada, 
la democracia representativa parece transformarse en un 
modelo extraño, incierto e inseguro; no obstante, a los 
ojos de algunos politólogos contemporáneos, la democracia 
representativa sigue siendo tan irrefutable como 
incompetente; por ello, hemos de revisar más a fondo la 
consistencia de la crisis representativa, ambicionando 
dilucidar, con claridad y distinción, aquellos elementos 
que minan la calidad de la democracia. 
B. LA CRISIS DE LA REPRESENTACIÓN 
Como hemos visto hasta ahora, la representación 
política se ha convertido en uno de los pilares de la 
política moderna y contemporánea; ahora bien, será preciso 
adentrarnos en un análisis más profundo de los modelos 
representativos, intentando comprender la problemática de 
su crisis, visualizando aquellos aspectos que conducen, 
indefectiblemente, hacia el encumbramiento y legitimación 
de élites poderosas económica y socialmente, y tratando de 
reconocer los problemas que el principio representativo 
supone para la calidad de la democracia en el mundo actual. 
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A pesar de la aparente simplicidad que se observa al 
definir los modelos de la representación política en una 
primera aproximación a su desarrollo histórico, en realidad 
hay complejos aspectos en los cuales es imprescindible 
profundizar para decantar la esencia de la problemática de 
la representación; por ello, acometeremos un análisis 
preciso y puntual del principio representativo, tal que nos 
permita identificar los puntos críticos que subyacen en el 
modelo de representación política. 
Inicialmente tratemos de escudriñar en algunos 
elementos claves de los modelos representativos, mismos que 
serian esenciales a la idea de representación; tal como 
señala Bernard Manin (1998: 17) hay cuatro caracteres que 
definen la representación política; primeramente, la 
elección: los gobernantes son elegidos por un tiempo 
establecido; segundo, la independencia: los representantes 
son libres para tomar decisiones sin quedar sujetos al 
control de sus electores; tercero, la libertad pública: los 
representados tienen la libertad de opinar sobre los 
asuntos públicos sin que ello implique perjuicio para 
ellos; y cuarto: la deliberación, el debate, forma parte de 
toda decisión pública. 
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No obstante, estos elementos esenciales de la
representación política muestran un lado abstracto de la
representación, pues, en realidad, por otro lado, la misma
se concibió y ejecutó como un mecanismo aristocrático para
que se perpetuaran en el poder algunas clases
privilegiadas, social y políticamente preestablecidas; o
sea, como afirma el politólogo Marcelo Mella -siguiendo las
ideas del mismo Manin-:
"[...] la representación política moderna supone
necesariamente la sustitución de los ciudadanos
por los representantes en el ejercicio del poder.
Bajo dicha perspectiva la representación política
*nunca' podría ser equivalente al gobierno del
pueblo en un sentido material." (Mella Polanco,
2005: 4)
Por otra parte, queriendo hacer un análisis que rescate
el carácter más constructivo de la representación política,
algunos teóricos proponen una interpretación
multidimensional de la representación, sentando que dicho
principio político se manifiesta de diversas formas; al
respecto, Hannah Pitkin elabora los siguientes tipos de
representatividad: la representación como autorización, la
representación como responsabilidad, la representación
descriptiva, la representación simbólica y la
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representación como actuación sustantiva; según esta
politóloga, los primeros cuatro tipos de representatividad
no son adecuados para afianzar la vida democrática, siendo
el último tipo, la actuación sustantiva, el idóneo para
ello; entonces, para nuestro caso, solo nos interesa
revelar que la "actuación sustantiva" sería, según Pitkin,
la mejor formulación de la representación, entendiéndose
como:
" [ ] actuar en interés de los representados, de
una manera sensible ante ellos. El representante
debe actuar independientemente; su acción debe
implicar discreción y discernimiento; debe ser él
quien actúe. El representado debe ser también (se
le concibe como) capaz de acción y de juicio
independientes, y no comportarse meramente como
necesitado de cuidado." (Pitkin, 1985: 233).
Esa noción de representación, sin embargo, nos parece
demasiado ideal y prescriptiva, respondiendo más a las
buenas intenciones que a la vida política real, puesto que,
de hecho, la representación política nunca se ha
caracterizado por seguir dicha modalidad propuesta por
Pitkin.
Por mucho que se redefina la noción de representación
política, en su esencia, parece que siempre acarreará
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algunos defectos que la convierten, auténticamente, en un
dispositivo para apuntalar el dominio de una élite sobre el
conglomerado de los ciudadanos; incluso, algunos de los
defensores contemporáneos de la representación política
apuntan hacia las evidentes carencias de este principio
político.
Sartori (1998: 5), por ejemplo, sintetiza, por lo
menos, tres problemas que afronta la representación; el
primero es de índole demográfico, referente a la gran
cantidad de personas que han de ser representadas; el
segundo trata sobre la enorme variedad de materias o
asuntos de los cuales debe encargarse el representante;
ambas dificultades, a nuestro parecer, no son tan
importantes, puesto que se pueden resolver en lo
administrativo; el tercer inconveniente sí lo consideramos
esencial; éste tiene que ver con la calidad de los
representantes; en este punto, Sartori se adhiere a ideas
similares a las de Madison, Burke y Stuart Mili -a quienes
ya hemos visto-, abogando por una representación que
refleje la calidad por encima de la cantidad; es decir, el
principio representativo ha de tener como objetivo que la
mayor cantidad de personas (en su mayoría -dice Sartori-
"analfabeta" e in-calificada ante los complejos temas del
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gobierno) escoja a una minoría cualitativamente superior y
facultada para gobernar; Sartori niega que estas nociones
impliquen un sesgo elitista, y prefiere hablar de la
apuesta por retornar (como ocurría -según él- en los
comienzos de la representación política moderna) al
gobierno del merecimiento:
"Nuestro mundo liberal-democrático nació, por
tanto, de la reivindicación del principio de que
el gobierno por derecho de herencia o por la
fuerza debe sustituirse por el gobierno del
merecimiento. Por tanto, en nuestras democracias
las elecciones se concibieron inicialmente como un
instrumento cuantitativo para elegir entre
opciones de forma cualitativa". (Sartori, 1998: 5)
Esta manera de resolver el problema de la cualificación
de los representantes se entrelaza, claramente, con la
renuencia a consentir dispositivos que sirvan de contrapeso
o control jurídico contra los representantes; es decir, la
^teoría del mandato' o cualquier instrumento parecido, es
tachado de improcedente e inaceptable; ahora bien, este
fehaciente elitismo, que subyace en la esencia misma de la
representación, no es un ardid contingente descubierto por
tales o cuales autores; sino que es consubstancial al
principio de la representación, ya que la formación del
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mismo -como vimos- expresa el intento por deshacer 
cualquier relación de equilibrio entre gobernados y 
gobernantes; de la misma forma, éste es un principio 
político para reforzar y perpetuar la jerarquización entre 
los de 'arriba' (representantes) y los de 'abajo' 
(representados); por ello, esta dificultad, que Sartori 
diluye con el truco del 'gobierno del merecimiento', en 
realidad es un talón de Aquiles de la representación 
política; es una evidencia clara de cómo la representación, 
en realidad, va quebrantando la calidad de la democracia. 
Es por lo anterior que los defensores de la 
representación hacen ingentes esfuerzos para librarse de 
los instrumentos de control que pueden idear los electores 
para mantener vínculos de supervisión ante aquellos a 
quienes eligieron; la representación, en efecto, ha 
implicado que los gobernados pierdan su capacidad para 
fiscalizar las decisiones que asumen los gobernantes, y que 
por lo general son en desmedro de las mayorías y a favor de 
aumentar los privilegios de las élites elegidas. 
Al respecto, el mismo Sartori acude a explicaciones 
Legalistas para implantar el predominio e independencia de 
las élites representativas sobre los representados, 
sustentando que: 
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"En cualquier caso, en el derecho público
desaparecen ambos elementos: las instrucciones
vinculantes y la revocabilidad inmediata.. El
principio de que los representantes no pueden
estar sujetos a ^mandato imperativo' está
firmemente arraigado en la teoría de la
representación política y el constitucionalismo
[. ], al igual que el de la imposibilidad de su
sustitución hasta que expire el plazo de ejercicio
de su función." (Sartori, 1998: 3)
Como ya hemos señalado, en esta trampa de la
representación no solo cae Sartori, sino toda una pléyade
de admiradores de la figura representativa; desde los más
conservadores como Burke, hasta los más radicales como
Sieyés, pasando por los más liberales como Stuart Mili.
Sin embargo, ya -y ello también lo habíamos adelantado-
el lúcido Rousseau había anunciado este engaño de la
representación, que pretendía aniquilar la voluntad popular
en la figura de los representantes.
Igualmente, uno de los más reputados legistas
contemporáneos, Hans Kelsen, también ha demostrado, contra
cualquier legalismo, que el principio de la representación,
mientras más rechaza y difumina los vínculos y controles
entre representados y representantes, más va decayendo en
el vicio de la inconsistencia jurídica, sentenciando que
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"si no hay ninguna garantía jurídica de que la voluntad de 
los electores sea ejecutada por los funcionarios electos, y 
éstos son jurídicamente independientes de los electores, no 
existe ninguna relación de representación o de mandato." 
(Kelsen, 1995: 345) 
No obstante, a pesar de concebir la representación como 
una ficción política que está viciada por su inadecuación a 
la estructura del mandato, aunque propio del derecho 
privado, Kelsen apuesta, en última a instancia, por aceptar 
la representación política, siempre que se busque con ella 
la implementación de un procedimiento que permita 
aproximase a la libertad y a la igualdad a través de la 
negociación y el compromiso entre los participantes. 
(Garzón Valdés, 1989: 156). 
No obstante, esa ilusión kelseniana no escapa a la 
trampa de la representación, pues dicha negociación y 
discusión en pos de la libertad y la igualdad seguirá 
estando en manos, exclusivamente, de los representantes, 
manteniendo a los representados imposibilitados para 
deliberar y decidir al respecto, en otras palabras, minando 
la calidad de la democracia. 
En definitiva, la problemática de la representación nos 
lleva hacia el punto crítico en el cual los representados 
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pierden, en su casi totalidad, cualquier correlación
posible con sus representantes; y estos últimos se asientan
como los únicos detentadores de la gobernabilidad política;
esta trampa que supone la representación ha conllevado a
que los sistemas democráticos se conviertan, sencillamente,
en regímenes autoritarios, impopulares y explotadores,
estando únicamente al servicio de unos pocos privilegiados.
C. LA CALIDAD DE LA DEMOCRACIA
La crisis de la representación política descrita hasta
este momento se refleja empíricamente en diversas
investigaciones sobre la calidad de la democracia; en ese
sentido, pueden considerarse varios estudios que, con
metodologías diferentes, abordan aspectos relativos al
desempeño de la democracia representativa; entre ellos, nos
referiremos a la investigación efectuada por Levine y
Molina (2007): La calidad de la democracia en América
Latina: una visión comparada, el cual nos interesa porque
se circunscribe y profundiza en la situación particular de
América Latina.
En esta sección descenderemos a la esfera concreta de
la vida democrática en la región latinoamericana, pues,
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aunque el discurrir teórico de las secciones anteriores ha 
evidenciado la problemática de la representación, 
consideramos imprescindible acudir a una observación 
empírica del fenómeno de la democracia representativa, 
desvelando la crisis real que reside en la esencia de la 
práctica representativa actual; por ello, al revisar el 
nivel de la calidad de la democracia en América Latina, la 
correlación crítica entre representación y servidumbre se 
hará cada vez más evidente. 
El estudio de Levine y Molina parte de una definición 
de la calidad de la democracia como la medida en que los 
ciudadanos participan en forma informada en procesos de 
votación libres, imparciales y frecuentes; influyen en la 
toma de decisiones políticas; exigen responsabilidad a los 
gobernantes; y por la medida en que éstos últimos son 
quienes efectivamente toman las decisiones y lo hacen 
respondiendo a la voluntad popular. 
Asimismo, esta investigación identifica cinco 
dimensiones de la calidad de la democracia que son 
consideradas individualmente; se trata de la decisión 
electoral, la participación, la responsabilidad, la 
respuesta a la voluntad popular y la soberanía. 
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En general, la calidad del gobierno, en su condición de 
administración pública, no ha mejorado, en la región 
latinoamericana, durante la última década; los diferentes 
indicadores que miden su rendimiento muestran un nivel 
claramente inferior al de otras regiones en vías de 
desarrollo; además, en América Latina, los partidos 
políticos mantienen la posición más baja, lo cual tiene que 
ver con bajos niveles de institucionalización tanto de los 
sistemas de partidos, como de los propios partidos. 
Igualmente, las relaciones entre el Poder Ejecutivo y 
el Poder Legislativo componen un espacio político dominado 
por el presidencialismo. 
Los procesos de descentralización, desde la perspectiva 
de la representación, configuran un escenario donde los 
lazos 	entre 	representantes 	y 	representados 	son 
desarticulados en la medida en que se acentúan tres 
circunstancias: se amplía y dispersa el tamaño del universo 
político, se concentran los recursos materiales y 
simbólicos en unidades de poder mínimas y cerradas, y se 
eliminan mecanismos de democracia horizontal y de rendición 
de cuentas. 
También hay, por lo menos, tres eventualidades cuya 
presencia afecta significativamente la calidad de la 
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democracia representativa; éstas son: la presencia de una 
elite con fuerte capacidad de liderazgo; la existencia de 
grupos con identidades diferenciadoras muy marcadas; y una 
situación global de alta desigualdad en términos sociales, 
económicos y culturales. 
Asimismo, hay que reconocer que la crisis de la 
representación posee un carácter mundial, constituyéndose 
en un fenómeno transnacional; o sea, la afirmación 
precedente, indicaría que dicho acontecimiento no es 
estrictamente local, sino mundial; aunque, sin duda, este 
fenómeno se manifiesta con mucha intensidad en Panamá y en 
gran parte de Latinoamérica, aunado con la profunda crisis 
económica que el capitalismo global nos impone. 
Centrándonos en la descripción de la degeneración 
política que padecemos, podemos puntualizar como un 
indicador relevante de la crisis de la representatividad, 
el factor siguiente: la escisión entre la participación 
ciudadana y la esfera de lo público; cabe anticipar que la 
participación existe cuando un ciudadano posee plena 
convicción y seguridad voluntaria de que será correctamente 
representado por su potencial representante. En ese 
sentido, la participación ciudadana pasa por la activación 
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de instrumentos que posibiliten la ejecución de un mandato 
vinculante entre los representados y sus representantes: 
"E ] la calidad de la vinculación entre la 
sociedad civil y la representación requiere, más 
allá de ensayos de democracia directa, que se 
preste atención a las condiciones para la libertad 
de expresión y organización, y a los mecanismos de 
participación popular para exigir responsabilidad 
y rendición de cuentas a los gobernantes." (Levine 
y Molina, 2007: 26) 
Esa supresión de la actividad ciudadana en los asuntos 
públicos, conlleva y permite otro rasgo evidente de la 
degeneración democrática, que es la creciente corrupción de 
lo público, llegando a alcanzar el nivel de la 
administración de justicia; este indicador expresa la 
existencia de un elevado grado de impunidad 
institucionalizado en el seno de la sociedad, 
fundamentalmente se establece una correlación entre la 
corrupción institucional y el sistema de justica: 
"El nivel general de corrupción está obvia y 
directamente vinculado a la corrupción y la 
eficacia del poder judicial que supuestamente 
debería controlarla. Un poder judicial honesto y 
efectivo reduce la corrupción, mientras que un 
elevado nivel de corrupción indica un poder 
judicial defectuoso e incapaz de ser efectivo para 
exigir responsabilidad y rendición de cuentas al 
ejecutivo." (Levine y Molina, 2007: 32) 
Este último elemento aportaría al fenómeno de la crisis 
representativa la existencia de una complicidad entre el 
Poder Judicial y los restantes poderes del Estado frente a 
ciertas conductas ilícitas protagonizadas por todos ellos. 
Ahora bien, entre los factores indicados, nos interesa, 
principalmente, el concerniente a la capacidad de acción de 
los ciudadanos. Sin duda, la ausencia de participación 
ciudadana sólo es productiva para la permanencia en el 
poder de aquellos gobernantes que poseen como objetivo, 
utilizar la democracia representativa como medio para 
incrementar sus patrimonios y no como debería ser 
utilizada; es decir, debe ser usada como una herramienta 
para lograr el bienestar general de la sociedad. 
En ese sentido, es indudable que existen argumentos 
sólidos y evidentes para no sólo descreer de las virtudes 
de las clases dirigentes, sino también para abstenerse de 
una participación política, lo cual, evidentemente, 
repercute en la apatía y la desmovilización ciudadana, 




Ahora bien, se tiende a aludir que la única alternativa 
posible para lograr una solución frente a la apatía 
ciudadana, y consecuentemente generar una renovación de los 
representantes, sería participando políticamente; aunque, 
algunos no lo interpretan como equivalente de afiliación a 
un determinado partido político, sino que, simplemente, se 
le llama "participación ciudadana" al infructuoso hecho de 
expresar la voluntad en las urnas, de informarse respecto 
del accionar de los representantes, de exigirles a éstos un 
cumplimiento estricto y categórico de sus mandatos: 
"[_] la calidad de la democracia viene dada por la 
medida en que los ciudadanos participan 
informadamente en procesos de votación libres, 
imparciales y frecuentes; influyen en la toma de 
decisiones políticas; y exigen responsabilidad a 
los gobernantes, y por la medida en que estos 
últimos son quienes efectivamente toman las 
decisiones y lo hacen respondiendo a la voluntad 
popular." (Levine y Molina, 2007: 23) 
No obstante, a pesar de lo anterior, bien señala García 
Canclini (1996) que, aunque se cumplan con aquellas 
exigencias que se esperan de una democracia de calidad, 
¿será posible constituir una especie de "esfera pública", 
en la cual los ciudadanos "consumidores" y "críticos" 
reconstruyan una nueva identidad política y social?; en ese 
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sentido, para recorrer ese camino parece imprescindible, 
primero, zanjar la brecha socioeconómica entre ciudadanos, 
dado que una minoría es la que puede acceder a los avances 
globales en materia de comunicación, información 
administración pública. En fin, mientras no se supere esa 
brecha socioeconómica, a nuestro parecer, será inútil e 
insuficiente todo intento de apuntalar una democracia de 
calidad, estando la misma supeditada a un modelo 
representativo que la convierte en un instrumento de 
subordinación y enajenación ciudadana ante los grupos 
dominantes. 
CAPÍTULO III 
III. LAS NUEVAS FORMAS DE REPRESENTACIÓN 
A. LA TRANSFORMACIÓN DE LO PÚBLICO 
La esfera de lo político y el ámbito de lo público 
parecen estar viviendo un momento de transformación, 
significada por algunos como la sociedad de la 
postmodernidad; es por ésto que me parece pertinente 
plantear la siguiente pregunta: ¿En qué medida, la 
incorporación y articulación de nuevas formas de 
representación política -como las orientadas por intereses 
o estilos de vida- en la esfera de lo público, contiene una 
potencialidad política para cultivar sociedades capaces de 
organizarse colectivamente? 
No obstante, lo anterior exigiría una revisión de los 
fundamentos esenciales de la política liberal actual y cómo 
desde ahí se genera una transformación del Estado y por 
tanto, del concepto de lo público. 
La filosofía política liberal considera a la política 
como un ámbito más de la acción y el conocimiento, y ya no 
como la esfera última y contenedora de los otros ámbitos de 
la acción y el conocimiento humano -como en su momento lo 
plantearía Hegel- y desde donde se asientan las nociones 
modernas de Estado y ciudadanía. 
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De esta manera, la política obtiene una autonomía 
relativa que la hace desvincularse progresivamente de los 
otros ámbitos de la vida de las personas, los que a su vez 
refuerzan su independencia y capacidad de autoreferenciarse 
(como el arte, la economía, la tecnología y otras), proceso 
que va de la mano con el establecimiento de democracias 
procedimentales o electorales en casi todo Occidente, 
donde, por una parte, se instala lo que Chantal Mouffe 
(2003) denomina la paradoja democrática; o sea, una 
imbricación histórica contingente de dos tradiciones 
opuestas, una liberal y otra democrática; y, por otra 
parte, una lógica compuesta de gobernados que cada ciertos 
períodos ejercen su derecho a voto, para mantener o cambiar 
a sus gobernantes, los que, cada vez más desprovistos de 
contenidos ideológicos, recurren a un consenso de centro 
para encarar la contingencia y la hegemonía neoliberal. 
Una de las consecuencias que ésto conllevaría, y que 
aquí se pretende evidenciar, tiene que ver con la 
emancipación política que van adquiriendo los diversos 
ámbitos de la acción y el conocimiento antes mencionados, 
en el sentido que su capacidad de intervención en el debate 
político, o bien de permear a la sociedad mediante la 
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difusión de prácticas y discursos, es cada vez mayor e 
independiente de proyectos políticos ideológicos. 
Con lo anterior, la emergencia de nuevas identidades 
políticas se va evidenciando, las cuales comienzan a 
generar, aparentemente, representación y participación en 
la toma de decisiones gubernamentales, además de su 
influencia en la instauración de prácticas y discursos 
cuestionadores del orden establecido. 
Por otra parte, cabe señalar la particularidad y 
gravitación que adquiere la emancipación de la ciencia, la 
tecnología y el comercio, respecto del poder político 
"soberano", y que Pierre Calame describe así: 
"Todo lo que orienta hoy nuestro futuro, 
particularmente las grandes decisiones científicas 
y técnicas, no se somete a debate público. Los 
grandes actores económicos y financieros están 
fuera del alcance de cualquier influencia o 
control." (Calame, 2008: 12) 
En este escenario, dominado por la concepción liberal 
de la sociedad, y al que es necesario agregar lo que Calame 
denomina el factor estructural decisivo; el cual 
consistiría en un irreversible proceso de mundialización; 
es decir, un incremento sostenido de las interdependencias 
de los estados-nación a escala planetaria; en consecuencia, 
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el Estado empieza a ceder terreno al mercado, como ente 
central en la redistribución de los recursos con que cuenta 
la sociedad, para satisfacer sus necesidades, ya que los 
nuevos imperativos de eficiencia y flexibilidad son mucho 
más difíciles de alcanzar desde una orgánica burocrática 
como la estatal; todo ello implica una transformación del 
concepto de "lo público", tradicionalmente anexado a lo 
estatal. 
Es así como también se empieza a transformar la noción 
de ciudadano, como titular "pasivo" de derechos y deberes, 
dando paso a una versión más "activa", en la que mediante 
la agregación de sus decisiones individuales de consumo y 
su capacidad de incidir en las agendas de decisión 
política, consigue su reconocimiento como parte de la 
comunidad. 
Estos nuevos ciudadanos demandan una solución cada vez 
más personalizada y representativa de los diversos estilos 
de vida presentes en la sociedad global actual, lo que sólo 
es posible de otorgar con estructuras gubernamentales más 
flexibles y descentralizadas; los ciudadanos van aumentando 
sus exigencias sociales en la medida que el mercado eleva 
las expectativas de éstos, queriendo satisfacer tanto las 
necesidades básicas -antes públicas- (la salud, 	la 
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educación, etc.) como los bienes y servicios de consumo (la 
vestimenta, productos culturales, etc.) bajo parámetros 
cada vez más elevados. 
Estas respuestas diferenciadas, en competencia, tanto 
por los subsidios y concesiones que otorga el Estado, como 
por la absorción de la demanda de consumo, van generando 
una valorización por la diferencia, en sí misma, lo que en 
gestión estratégica se denomina "valor diferencial"; por 
tanto, detonando una eclosión de alteridad, la que en 
definitiva termina expresándose en prácticas y discursos 
que intervienen en los asuntos públicos de una manera cada 
vez más especializada, ya no desde una conciencia social o 
de clase, sino más bien a partir de un interés particular o 
estilo de vida generado desde experiencias particulares en 
la sociedad. 
Esta nueva realidad social, en definitiva, nos obliga a 
repensar el concepto de lo público -en tanto lugar de 
interacción con los otros, donde debemos acordar un orden 
deseado común- ya que, las categorías y mecanismos 
precedentes no sirven para resolver el problema de la 
distribución de potestades y recursos materiales Y 
simbólicos. 
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Lo anterior evidencia un desplazamiento de lo público 
hacia lo social, más allá de las fronteras del Estado, como 
una suerte de recuperación de la sociedad por sí misma, 
donde la capacidad de autodeterminación posibilita 
contrarrestar las fuerzas de intereses particulares 
presentes tanto en el Estado, como en el mercado. 
Asimismo, esta reconceptualización de lo público se 
relaciona con el discurso de las nuevas formas de 
gobernabilidad y su potencialidad para generar un cambio en 
el modelo de desarrollo de la sociedad; sin embargo, este 
cambio, en la medida que ocurre en un orden global 
gobernado por las dinámicas antes descritas, necesariamente 
requiere la gestión de nuevos proyectos políticos; en ese 
sentido, Benjamín Arditi describe dicha política del modo 
siguiente: 
"[_] un proyecto basado en el principio de 
articulación que respete a lo diferente antes que 
en una fusión que reduzca la diferencia a una 
identidad de lo uno o lo mismo. Se trataría de una 
política partidaria fundada en una 'microfísica de 
utopías' que imprime un matiz relativizador a las 
viejas tesis de la política total" (Arditi, 1987: 
186) 
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cantidad de trabajadores asalariados seguramente se 
mantiene en la explotación, aparentemente sus condiciones 
de vida han mejorado, o bien contienen la potencialidad de 
mejorar en el futuro, gracias al sacrificio individual y al 
acceso universal al crédito, por una parte, y a la fe en la 
educación y en diferentes formas de emprendimiento, por 
otra. 
Así es como vemos que el nuevo sistema de vida 
privilegia los esfuerzos individuales y atomizados para 
alcanzar antiguos anhelos colectivos, como la felicidad o 
una salud digna, relegando a la política o a la 
construcción de sujetos colectivos a aspectos coyunturales 
o gremiales de la más diversa índole. 
En este nuevo escenario de lo público, los ciudadanos 
tienden a desconfiar de la honestidad y capacidad de 
entidades representativas de gran escala; y, por tanto, a 
confiar en formas de acción o representación más cercanas e 
inteligibles, ya sea en términos espaciales o bien en 
términos de intereses o estilos de vida comunes. 
De esta forma es como tenemos la emergencia de una 
serie de nuevos actores políticos, caracterizados por una 
suerte de "especialización política", en el sentido que la 
motivación de su participación en espacios públicos o 
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comunitarios no responde a una postura ideológica, sino más 
bien a intereses o estilos de vida particulares, como la 
defensa 	de 	los 	animales, 	el 	medio 	ambiente, 
reivindicaciones feministas, de minorías sexuales, o la 
afición por el deporte y la vida sana, entre otras; las 
cuales, finalmente, están revestidas de un carácter 
político, en la medida que logran incidir en la toma de 
decisiones a nivel de gobierno. En una línea argumentativa 
similar, Benjamín Arditi sustenta que ésta es una nueva 
forma de representación, la cual: 
"Desplaza los parámetros del cálculo político 
Y estratégico de las fuerzas sociales 
tradicionales (partidos, sindicatos, patronales) y 
genera 'microclimas' de relaciones que van 
modificando, multiplicando y diferenciando las 
imágenes de lo que es una `sociedad'." 	(Arditi, 
1987: 174) 
Por lo anterior, se piensa que aquellas respuestas 
esbozadas desde un esquema monopolizado por la clásica 
distinción izquierda-derecha estarían destinadas al fracaso 
y a la apatía, ya que serían posiciones periclitadas para 
atender divergencias, en el campo de la política, en torno 
a la distribución de los recursos materiales y simbólicos 
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de una sociedad, o en torno a los fines o intereses últimos 
que motivan éstas diferencias. 
Ahora bien, parece importante aclarar que lo que ocurre 
en la contemporaneidad es que estas nuevas identidades o 
relaciones sociales, conviven, y en otros casos se 
fusionan, con las anteriores -tradicionales y modernas-; 
con ello, además de generar especies de movimientos 
híbridos, da mayor complejidad a la posibilidad de 
entendimientos entre la pluralidad de identidades, quedando 
supeditados a la capacidad que éstos tengan para tolerar 
lenguajes, estéticas o estilos de vida diferentes. 
Como plantea Arditi: "Múltiples saberes orientan la 
percepción y la acción de los actores que habitan en un 
mismo ámbito, múltiples 'formas de vida' cohabitan en un 
mismo ámbito social." (Arditi, 1987: 187); una buena manera 
de ilustrar lo anterior es la imagen que nos entrega 
Arditi, señalando que: 
"La sociedad se está convirtiendo en una 
suerte de 'ciudad' poblada por un plural de 
esferas o sectores 'especiales' de actividad: 
estos pueden estar ligados o articulados entre sí, 
pero difícilmente pueden estar contenidos por una 
esfera o sector central, un centro fundante capaz 
de revelar la forma de unidad o la identidad 
específica de la sociedad." (Arditi, 1987: 180) 
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Según lo anterior, podemos ver cómo, a la par de la 
trasformación de lo público en una realidad difusa, la 
sociedad pareciera ir desplazándose hacia una especie de 
fragmentación de lo social, desde la cual emergen 
indefinidas identidades políticas que pretenden paliar los 
males de la democracia representativa en crisis; 
presenciamos algo así como un nuevo feudalismo posmoderno, 
donde conviven diferentes "pueblos" dentro de una misma 
polis, luego de experimentar la sociedad de masas de la era 
moderna. 
Ante esta emergencia de subjetividades posmodernas, que 
escapan de los esquemas tradicionales de la ciencia social, 
se impone la idea de una subjetividad que alcanza sus 
máximas potencialidades como lo característico de la 
modernidad presente; 17, por consiguiente, siguiendo a 
Samuel Cabanchik (2005), la llamada crisis postmoderna se 
hace evidente cuando se da por perdida esa capacidad de 
mediarnos a nosotros mismos, cuando la subjetividad moderna 
pierde su potencialidad individual; no obstante, aunque hay 
una acentuación de lo existencial, es evidente que estamos 
ante nuevas identidades sociales y políticas. 
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Todo apunta hacia nuevas subjetividades enmarcadas en 
una modernidad líquida, como diría Zygmunt Bauman, los 
espacios públicos, políticos y económicos, antes bien 
delimitados, han cedido paso a contextos indeterminados e 
indefinidos: 
"[ ] los sólidos conservan su forma y persisten en 
el tiempo: duran, mientras que los líquidos son 
informes y se transforman constantemente: fluyen. 
Como la desregulación, la flexibilización o la 
liberalización de los mercados." (Bauman, 2004) 
No obstante, tal como argumentaron los clásicos, si 
bien lo ético se ha perdido, nuevamente, en sus extremos, 
siempre resurge la aspiración de construir un nuevo orden 
político, generando entidades integradoras que den sentido 
a las particulares identidades políticas; este escenario: 
"[. ] concede a la particularidad el derecho de 
desarrollarse y explayarse en todos los sentidos, 
y a la universalidad el derecho de manifestarse 
como fundamento y forma necesaria de la 
particularidad, así como el de manifestarse sobre 
ella y como su finalidad última." (Hegel, 2000: 
§184) 
Evidentemente, nuevas identidades políticas están ante 
nosotros, todavía opacamente definidas; como señalan Hardt 
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y Negri (2000), presenciamos una especie de "biopolítica"; 
esa biopolítica es la nueva manera como se manifiesta el 
orden político; la inoperatividad de estructuras como la 
"sociedad civil" o las "esferas públicas" origina, 
paradójicamente, junto a la servidumbre social, 
manifestaciones de explosión radical, producidas por 
subjetividades múltiples que desean el reconocimiento de 
sus diferencias y necesidades, proliferando, así, nuevas 
subjetividades que escapan a las tradicionales estructuras 
de gobernabilidad y control político. 
C. 	LA NUEVA GOBERNABILIDAD 
Refirámonos al surgimiento de nuevas formas de 
representación y gobernabilidad social y política, y su 
capacidad para incrementar la organización colectiva de la 
sociedad; además, en qué medida estas nuevas formas de 
representación se vinculan con el discurso de la 
gobernabilidad democrática, como oportunidad para la 
construcción de una nueva forma de gobernar, que posibilite 
el anhelo de un cambio positivo en el modelo político 
representativo; una vez que estas nuevas identidades 
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políticas van acumulando experiencias e ideas comunes, el 
paso lógico es su constitución como colectivos u 
organizaciones socio-políticas. 
Para comenzar, observemos las ya conocidas ONGs; las 
mismas emergen con paso decisivo, en el caso 
latinoamericano, entre las décadas de los 70 y 80 del siglo 
pasado; las cuales mostraban diversos matices de acuerdo a 
las exigencia e intereses de cada sociedad particular. 
Estamos ante unas nuevas formas de asociación, con 
capacidades específicas para representar fines o intereses 
diferentes a los de las clásicas representaciones 
políticas; de ésto se puede inferir una potencialidad 
asociativa para movilizar o identificar a sectores de la 
sociedad marginales (no-ciudadanos) y atomizados. 
Sobre las ONGs en general se ha subrayado el perfil 
innovador y participativo de estas organizaciones para 
abordar la prestación de servicios sociales, además de 
observar la capacidad que estas tienen para ampliar la 
cobertura de los recursos públicos utilizados para dichos 
programas, en el contexto de Estados limitados 
administrativa y técnicamente, además de sometidos a 
procesos de constante ajuste y desajuste económico. 
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Al respecto, este hecho es observado por Bresser y 
Cunillgran, cuando plantean que: "más importante es el 
compromiso ideológico que vincula a los miembros de la 
organización, que convierte a la dedicación humana en el 
sustento de la administración de tales organizaciones". 
(Bresser y Cunillgran, 1998: 53) 
No obstante, también puede mirarse a las ONGs desde la 
perspectiva de su rol en el control social, inquiriendo la 
incorporación y articulación de organizaciones sociales en 
la función pública a partir del proceso de reforma del 
Estado; sobre dicho papel se señala que: 
"Esta forma de asociación entre sociedad y 
Estado, además de visibilizar la acción pública 
con más agilidad y mayor alcance, torna más fácil 
y directo el control social, a través de la 
participación en los consejos de administración de 
los diversos segmentos beneficiarios involucrados" 
(Bresser y Cunillgran, 1998: 336) 
Asimismo se destacan otras formas de evidenciar la 
importancia que reviste la incorporación de estos nuevos 
actores en los procesos de deliberación política y decisión 
pública para el fortalecimiento de la democracia, 
refiriéndose a su supuesto beneficioso papel, en términos 
de eficiencia y transparencia, en la relación representado- 
83 
representante, en vista que muchas veces los burócratas 
(representantes) actúan con amplios márgenes de 
discrecionalidad y en función de intereses particulares, 
alejados de las preferencias expresadas por los ciudadanos 
a los políticos. 
En ese mismo orden de ideas, sobre la emergencia de 
nuevas representaciones políticas, Gerardo Caetano, 
sostiene que "si hay un fenómeno resaltable dentro de un 
cuadro de cambios amplios, es el que ha dado en llamarse 
por algunos autores como Manin y otros el de la 
"metamorfosis de la representación". (Caetano, 2008: 59) 
Dicho autor reafirma la idea de la necesidad de 
repensar las identidades sociales y políticas lejos de 
cualquier esencialismo, y considerando la emergencia de 
"nuevas formas de identificación social y política mucho 
más efímeras, más intercambiables, más móviles y hechas a 
la medida (prét á porter), hasta lights." (Caetano, 2008: 
60) 
Por otra parte, se pone el acento en la necesidad 
emergente de reconocer nuevas identidades que aparecen en 
los sectores excluidos de los beneficios del actual sistema 
político-económico, en palabras de Rodrigo Araya: "hay 
identidades que no han podido aparecer en lo público sin 
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una estigmatización y, por lo tanto, no tienen componente 
ciudadano." (Araya, 2008: 48); de esta manera, existen 
importantes sectores de la población latinoamericana que no 
ven posibilidades reales de integración en las estructuras 
(o representaciones) políticas y económicas, sino más bien 
una negación y exclusión constante, por lo que son una 
especie de no-ciudadanos en términos de prácticas y 
expectativas de supervivencia. 
De ahí la potencialidad que estas nuevas formas de 
representación política logren construir discursos y 
prácticas capaces de reflejar a estos sectores, fomentando 
prácticas colectivas de expresión ciudadana, mismas que las 
tradicionales formas de representación no son capaces de 
concretar, ya sea porque no forma parte de sus objetivos o 
bien porque simplemente carecen de la legitimidad y 
capacidad de identificar a dichos grupos. 
Sobre esto último, partiendo de la reflexión sobre los 
niveles de gobernabilidad democrática, destacamos la 
incapacidad de las formas tradicionales de representación; 
dicho problema va más allá de los viejos partidos, que son 
reemplazados porque no representan los intereses de los 
ciudadanos; con lo cual se presenta un aparente déficit de 
ciudadanía, básicamente centrado en la incapacidad para 
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asegurar derechos civiles y sociales por parte de los 
caducos actores representativos. 
Producto de lo anterior, la representación política 
tradicional es fallida o forzada en la gran mayoría de los 
poderes legislativos y gubernativos en general, ya que, por 
una parte, contienen una representación puramente 
individualista y utilitaria (que en sí misma ya se 
encuentra corrompida), excluyendo las representaciones de 
estas otras identidades políticas que se han venido 
describiendo; y, por otra parte, en términos ideológicos, 
en un alto porcentaje de los representantes, su capacidad 
social y política no es competente para resolver los 
intereses y necesidades de los ciudadanos que representan. 
Aquí es donde toma relevancia la vinculación que puedan 
llegar a tener estas nuevas formas de representación y 
construcción colectiva con el discurso de la gobernabilidad 
democrática, en tanto nueva forma de entender la 
deliberación y decisión pública, aseguradora de los 
derechos que hacen parte de la sociedad a los ciudadanos 
que la componen. 
Podemos identificar dos concepciones diferentes de 
gobernabilidad según Pierre Calame (2008); por una parte 
está la relacionada con las recomendaciones de "buen 
86 
gobierno" hechas por el Banco Mundial y que se asocian a un 
concepto del sector privado llamado corporate gouvernance, 
el que básicamente se refiere al deber que tienen los 
gobiernos de transparentar la función pública, rendir 
cuentas y empoderar a las personas en la toma de 
decisiones, de manera tal que sus estados sean aptos para 
acceder a los créditos de ajuste estructural de las 
instituciones de Breton Woods. Sobre dicha concepción, 
Calame señala lo siguiente: 
	
"Aquí 	predomina 	una 	visión 	no 
intervencionista y minimalista del Estado, una 
concepción 	estrictamente 	funcionalista 	e 
instrumentalista, que limita al Estado a la 
cuestión de la gestión técnica de los recursos 
públicos, dejando de lado la esfera política como 
lugar de determinación de un proyecto de 
sociedad." (Calame, 2008: 17) 
Mientras tanto, por otro lado, desde una concepción 
europea se haría referencia a un énfasis en lo siguiente: 
la materia y los medios gracias a los cuales 
las preferencias -en parte divergentes- de los 
ciudadanos se encuentran reflejadas en las 
decisiones y medidas de índole política, de tal 
manera que la pluralidad de intereses presentes en 
el seno de la sociedad sea transformada en acción 
unitaria y que los diferentes actores sociales la 
acepten y se sientan reflejados en ella." (Calame, 
2008: 17) 
En esta última concepción se intenta resaltar la 
interdependencia que tienen los distintos problemas 
públicos, y su imposibilidad de ser tratados de manera 
parcelada o bajo el cumplimiento de índices o 
procedimientos ideales preestablecidos; desde ella se 
reconoce la importancia de las relaciones plurales, y la 
necesidad de ubicarlas en el centro de la concepción del 
sistema. 
Por otra parte y como complemento a la reflexión aquí 
planteada, es pertinente mencionar la evidente pérdida de 
la idea tradicional de "contrato social"; en consecuencia, 
se evidencia una categórica carencia de legitimidad en las 
instituciones representativas en general; es decir, los 
entes gobernativos elegidos adolecen de la incapacidad para 
acordar los fundamentos básicos de las reformas que los 
ciudadanos exigen; de tal manera que, en el momento en que 
dichas reformas son implementadas, se suceden una serie de 
impedimentos y alteraciones sociales, producto de la 
desvinculación entre gobernantes y gobernados, y que 
finalmente implican mayores costos para el difícil progreso 
de la comunidad. 
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Ante este escenario recién descrito, parece abrirse una 
oportunidad para repensar la manera en que los ciudadanos 
se gobiernan, de manera tal que el debate y la gestión de 
los asuntos públicos incorpore nuevas formas de 
representación política, capaces de identificar a sectores 
actualmente marginados o atomizados, fomentando así la 
reconstrucción de prácticas y discursos colectivos que 
reflejen el anhelo de construir un modelo político 
diferente, en sintonía con las necesidades de los sectores 
más desposeídos de la población. 
En suma, cabe preguntarse -anunciando la temática que 
abordaremos en la última parte de este estudio-, desde una 
filosofía política práctica, ¿si acaso no es necesario 
considerar una modificación en el esquema político que 
gobierna las relaciones sociales, para devolver al 
ciudadano del mundo los poderes que le han sido enajenados 
por la representación política?; pues, ¿acaso la razón 
representativa, enajenante y elitista, no nos empuja hacia 
un especie de servidumbre política, incapacitándonos para 
concebir nuevas substancias, principios e instituciones 
políticas que sirvan para alcanzar el bien común? 
CAPÍTULO IV 
IV. POLÍTICA, SERVIDUMBRE Y REPRESENTACIÓN 
A. LA FORMA Y LA MATERIA DE LA POLÍTICA 
Después de un complejo camino en el cual hemos ido 
descubriendo la formación histórica, la crítica relación 
entre democracia y representación, y las nuevas 
manifestaciones políticas con que se intenta superar la 
crisis representativa, la problemática de la representación 
se nos muestra con mayor claridad; en ese sentido, por todo 
lo comprendido hasta aquí, queda claro que la 
representación política es un sustento imprescindible de la 
práctica política actual, siendo esencial para la 
democracia; pero, más que confirmar este hecho tan obvio, 
lo más importante es haber podido puntualizar algunos 
elementos críticos que desvelan las inconsistencias de la 
representación. 
A tenor de lo anterior, ahora tenemos mayores luces 
para desarrollar nuestro objetivo esencial, el cual 
consiste en definir la correlación entre la servidumbre 
política y la representación política; nuestro propósito 
esencial busca sistematizar las relaciones entre el 
principio de la representación y la servidumbre política, 
explicando la forma como el principio de la representación 
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conlleva a la servidumbre del ser político; o sea: ¿Por qué 
los hombres caen en la servidumbre al delegar su poder 
político a través de la representación?; esta cuestión aquí 
planteada en términos precisos es la que nos mueve a 
realizar este estudió. 
No obstante, para logar desvelar estas relaciones entre 
la representación y la servidumbre es preciso situar dichos 
conceptos en el ámbito de lo político; fuera de la esfera 
política, dicha correlación es desfigurada y oscurecida; 
por ello, hemos de exponer cómo se conjugan 
inextricablemente ambas nociones dentro del marco de la 
política. 
Consecuentes con nuestro propósito de regirnos por una 
crítica radical que permita esclarecer el carácter 
enajenante de la representatividad desde el marco de una 
filosofía política práctica, en esta última parte 
determinaremos, definitivamente, en qué consiste esa real 
correlación entre la representación y la servidumbre en la 
esfera política; además, como corolario propositivo, 
precisaremos el esbozo de un nuevo esquema de la política. 
En vista de lo anterior, primeramente intentaremos 
esbozar una definición de la política, tal que nos permita 
ir desbrozando el camino que conduzca a encontrarnos con el 
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lugar que ocupa la representación en el marco de la 
política; dilucidada dicha tarea -la posición de la 
representación en lo político-, nos abocaremos a señalar la 
forma en que se vincula la servidumbre política con la 
representación; por lo anotado, este ejercicio procura ir 
de lo más abstracto (lo político) hacia lo más concreto de 
la cuestión (servidumbre representativa). 
La interrogante que nos interesa dilucidar en primera 
instancia es ¿qué es la política?; no obstante, para 
nuestro caso, "estipularemos" una definición que, aunque 
posee un tinte personal, creemos que no se aleja de los 
cánones más dogmáticos. 
De la política se ha dicho que es el arte de gobernar; 
la intervención en los asuntos del Estado; la aspiración a 
regir los asuntos públicos; la doctrina del gobierno de los 
Estados; y así, además, indudablemente son diversas las 
lexicografías que pueden encontrarse según la disciplina 
(sociología, economía, politología y demás), la doctrina 
(positivismo, marxismo, estructuralismo, funcionalismo, 
etc.) y el autor (Aristóteles, Maquiavelo, Marx, Schmitt y 
otros muchos) desde los que se aborde la interrogante. 
Desde la perspectiva de este estudio filosófico, dos 
son los aspectos que apuntaremos como esenciales en la 
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definición de la política; por una parte, no puede faltar 
la noción del 'poder' como materia substancial de la 
política; el poder, el cual lo entendemos como: la 
facultad, la capacidad, la autoridad para ejecutar algo o 
para dejar de hacer algo; éste es un elemento indispensable 
de la política; en cierto modo, podríamos decir que la 
concepción de la política que no tenga entre sus contenidos 
elementales el tema del poder, sería insuficiente. 
Por otra parte, la noción de poder, por sí solo, no 
basta para comprender la política, ya que dicho poder ha de 
ser ejecutado, accionado, actuado, logrado; es decir, la 
política nos remite, igualmente, al ejercicio del poder; 
por consiguiente, el segundo aspecto que apuntamos como 
esencial en la definición de la política es el que 
llamaremos: deliberación decisiva; en otras palabras, la 
conjunción de dos momentos que han de ser casi 
inextricables: la deliberación y la decisión; este elemento 
enuncia la forma en que se ejerce el poder; en este 
sentido, si ya vislumbramos la política como la 'forma' de 
ejercer el poder, dicha forma se manifiesta a través de 
deliberaciones decisivas. 
Obviamente, esta mezcla de los conceptos: decisión y 
deliberación, apunta hacia un intento por no desembocar en 
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el decisionismo -aunque, a veces, pareciera que el punto 
crucial del ejercicio del poder está en la 'decisión'-, 
entretejiendo el momento de la decisión con el espacio de 
la discusión, la reflexión, el debate, la consulta, la 
deliberación. 
Hasta aquí, hemos podido acotar, entonces, dos 
elementos substanciales de nuestra concepción de la 
política; por un lado, la materia de la política está en el 
poder; y, por otro lado, la forma de la política está en la 
deliberación y la decisión; así, podemos intentar responder 
nuestro cuestionamiento primordial: ¿qué es la política? 
La política es la deliberación y decisión sobre el 
poder. Esta definición nos permite ubicar en el ámbito de 
la política a diversas temáticas, ordenándolas según 
atiendan a la materia o a la forma de la política; 
verbigracia, problemáticas como la soberanía, el Estado, el 
gobierno, se orientarían hacia la materia de la política; o 
sea, las manifestaciones concretas del poder; a su vez, en 
los asuntos referentes a la forma de la política 
localizamos cuestiones como: el constitucionalismo, el 
contractualismo, la representación -que es el tópico que 
más nos interesa-; o sea, cómo se ejecuta el poder. 
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Esta estructuración bipartita que realizamos tiene un 
propósito tanto metodológico como conceptual, en el sentido 
que, en primer término, nos permite ubicar el tema que nos 
interesa estudiar: la representación política, en un 
espacio político-conceptual determinado: la forma política 
(la deliberación decisiva); en segundo término -como se irá 
desvelando en el transcurrir de esta argumentación-, 
facilitará la propuesta de nuevos elementos para una 
concepción política alternativa, como intento de superación 
de la forma y materia de la política actual. 
La política, por su forma, requiere de los elementos 
decisorios y deliberativos; por una parte, la decisión es 
imprescindible en el ejercicio del poder; sin ella, la 
autoridad o la facultad política sería insubstancial e 
impotente, carecería de actualidad, no se concretaría y 
sería como un rey en cuya cabeza no hay corona; pero, 
asimismo, la decisión ha de ir conjugada con la 
deliberación en el ejercicio del poder; la acción política 
cuya forma se limite a la decisión, despreciando la 
deliberación, desembocaría en un voluntarismo irracional, 
en un poder enajenado, sería como una corona en la cabeza 
de un mono (o de cualquier otro animalito simpático si así 
se desea). 
96 
Ahora bien, en ese mismo orden de ideas, la forma 
política deliberativa y decisoria requiere actuar sobre la 
materia de la política: el poder; la forma política 
discurre y determina en torno a la actualización, 
interpretación, transformación, eliminación o apropiación 
del poder; fuera de ese interés por el poder, sin esa 
consubstancialidad con el poder, la deliberación y la 
decisión serían mero juego deportivo, competencia 
mercantil, ritual religioso o contubernio amoroso. 
No obstante, antes de acabar con esta puntualización de 
las relaciones entre la forma y la materia de la política, 
algunos podrían argüir que a la política, para significar 
tal, le alcanza con el elemento -la materia- del poder; sin 
embargo, el poder (la materia de la política), por sí solo, 
como ya se ha dicho, no adquiere su plena substancia 
política si no está acompañado de la deliberación decisiva 
(la forma de la política); sin su forma, la materia estaría 
en una dimensión irreal, imposibilitada para manifestarse y 
actuar; ello solamente puede ocurrir en el plano de la 
Metafísica (por ejemplo, el dios metafísico aristotélico, 
que es poder sin más, sin decisión ni deliberación, pues le 
es innecesario, siendo acto puro), de la Ciencia Ficción 
(como el robot Exterminador, cuya misión es asegurar el 
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poder de las máquinas, estando sus acciones predeterminadas 
por un chip), o de la 'Servidumbre' (es decir, ciudadanos 
con poder -personificantes de la supuesta soberanía 
popular-, pero sin decisión ni deliberación en la esfera 
política). 
B. LA ESENCIA DE LA SERVIDUMBRE POLÍTICA 
La servidumbre política puede ser expuesta con plena 
claridad a partir de este momento, desvelándose en sus 
momentos esenciales e ilustrando su posicionamiento en el 
ámbito formal de lo político; pasemos a desentrañar cómo se 
genera la servidumbre política, amparada por el principio 
representativo, como situación enajenante de los individuos 
que están inmersos en el mundo político. 
La servidumbre, esa sujeción grave u obligación 
inexcusable de hacer algo que coarta la libertad, es el 
fenómeno del poder sin sus consubstanciales complementos 
decisorios y deliberativos; en dicha condición de 
servidumbre se encuentra la mayoría de las personas en el 
mundo actual, refiriéndonos al ámbito político; en otras 
palabras, la servidumbre política, esa sujeción grave u 
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obligación inexcusable de hacer algo que coarta la libertad 
formal deliberativa y decisoria, es uno de los fenómenos 
políticos más difundidos en el planeta; pero, ¿cómo ocurre 
ello? ¿Por qué vivimos en la servidumbre política? 
Como ya se adelantó, si el puro ejercicio del poder sin 
la deliberación decisiva es mera irrealidad, es la política 
ilusoria; y, si las personas (los ciudadanos, quienes son 
los llamados a participar en la esfera de la política) 
están obligadas a acatar el 'principio de la representación 
política', ejerciendo el sufragio universal (en el mejor de 
los casos) y delegando sus actos deliberativos y decisorios 
en otras personas por un periodo determinado; entonces, 
indiscutiblemente, durante dicho periodo, en el cual los 
'representantes' son los únicos facultados para deliberar y 
decidir políticamente, los 'representados' (la mayoría de 
los ciudadanos) carecen, en la realidad política, de 
deliberación decisiva, postrándose en la servidumbre 
política. 
Sin embargo, de inmediato surgen las controversias; la 
crítica -por lo menos eso intentamos, o algo parecido- nos 
lleva a colocar como antítesis de la formación de la 
servidumbre política supuesta, la idea de 'soberanía 
popular' como refutación contundente, pues se argumentaría 
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que la evolución de la política moderna ha edificado la 
supremacía política en el pueblo (y el conjunto de los 
ciudadanos), siendo todos los ciudadanos, en todo momento, 
los auténticos depositarios del poder político; ya -desde 
hace mucho- decía la Constitución francesa de 1793 que la 
soberanía reside en el pueblo; por consiguiente, no 
parecería tener sentido afirmar que los ciudadanos se suman 
a la servidumbre política por ejercer el principio de la 
representación política, dado que siempre queda el 
principio de la soberanía popular. 
No obstante, dicho principio de la soberanía popular es 
engañoso, como dirían Hardt y Negri: 
"Toda la cadena lógica de representación puede ser 
sintetizada así: el pueblo representando a la 
multitud, la nación representando al pueblo, y el 
Estado representando a la nación. Cada eslabón es 
un intento de mantener en suspenso la crisis de la 
modernidad. En cada caso la representación 
significa un paso superior de abstracción y 
control. Desde la India a Argelia y desde Cuba a 
Vietnam, el Estado es el regalo envenenado de la 
liberación nacional." (Hardt y Negri, 2000: 117) 
Asimismo, si seguimos con rigurosidad nuestro 
discurrir, observamos que esta antítesis no tiene cabida en 
nuestro esquema teórico, pues -y lo hemos destacado en la 
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sección anterior- el principio de la soberanía popular no 
concerniría a la forma de la política, sino a la materia de 
la política; en otras palabras, la soberanía popular es un 
fenómeno concreto del poder, siendo uno de los tantos 
elementos en que se substancia el poder. 
En otras palabras, el poder, esa materia de la 
política, ¿qué es?, ¿dónde está? ¿en quién o quiénes se 
concreta?; a estas cuestiones, la teoría política moderna 
respondió con la noción de la soberanía popular (y no es la 
única respuesta posible, otras nociones pueden ser, en 
mayor o menor medida: la soberanía nacional, el 
constitucionalismo monárquico, la voluntad general, el 
republicanismo, la Constitución, etc.). 
Por lo anterior, siguiendo nuestro esquema bipartito, 
que distingue entre la forma y la materia de la política, 
el fenómeno de la soberanía popular no invalida la 
manifestación de la servidumbre política; al contrario, 
refuerza su realización, ya que, aunque el poder se 
encuentre (idealmente*) en el pueblo, en el conjunto de los 
ciudadanos, ello solo reafirma la tesis según la cual el 
poder, por sí solo, sin su forma deliberativa y decisoria 
es pura irrealidad y deviene en servidumbre política; en 
• Al respecto de la 'soberanía popular', en el Capítulo Primero de este trabajo abordamos algunos aspectos 
críticos de esta noción política ideal e irreal, que habría de ser superada 
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otros términos, presenciamos que hay múltiples ciudadanos, 
detentores del poder de la soberanía popular (la materia 
política), pero carentes de la consubstancial forma 
política: la deliberación decisiva; así, sin decisión ni 
deliberación, dichos ciudadanos están condenados en la pura 
servidumbre política. 
Todavía no escapamos a la crítica, pues, efectivamente, 
la principal contra-tesis de la concepción sobre la 
servidumbre política aquí esbozada podría provenir, 
directamente, de la idea misma de representación política. 
¿Acaso la representación política no emerge para darle voz 
y voto al universo de los ciudadanos? Luego de un extenso y 
arduo proceso histórico, pasando del sufragio de unos pocos 
al sufragio de la mayoría, pareciera que la democracia 
moderna encontró en el principio de la representación una 
alternativa viable para establecer la justa correspondencia 
entre gobernantes y gobernados; según el politólogo 
Giovanni Sartori, la representación política es: 
[..] una práctica que hizo sobrevivir a la 
democracia a sus propias tensiones, la hizo 
practicable en contextos masivos, en grandes 
sociedades, la dotó de funcionalidad y se 
constituyó en el mecanismo principal que la hizo 
durar." (Sartori, 1991: 342) 
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En ese sentido, indubitablemente, una de las grandes 
invenciones políticas de la modernidad liberal ha sido 
idear la ficción de la representación para hacerle creer a 
los ciudadanos que, practicando el sufragio, controlan el 
poder político y ejecutan la deliberación y la decisión 
política, siendo los representantes, supuestamente, unos 
meros subalternos de los ciudadanos, comisionados por éstos 
para administrar el poder transitoriamente. 
Innegablemente, el principio representativo es una 
portentosa creación política; pero, principalmente ha 
servido para apuntalar los privilegios de aquellos 
estamentos, grupos, clases, facciones o individuos que 
controlan las altas esferas del poder; asimismo, es un 
trampolín perfecto para los demagogos y oportunistas de 
cualquier clase social, que aspiran a elevarse hasta las 
más altas jerarquías políticas. 
Dicha escisión entre el ejercicio del poder y el 
mandato de los ciudadanos (que conlleva a la consolidación 
de la servidumbre política) no es un misterio o una 
estratagema encubierta para la teoría política; los mismos 
gurús de la politología contemporánea reconocen que la 
representación política se sustenta en la división entre la 
ciudadanía y el poder, y en el desplazamiento del ejercicio 
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del poder lejos de las manos de los ciudadanos; como afirma 
el mismo Sartori, el gobierno representativo se apoya en 
"dos presupuestos de la teoría liberal: la distinción entre 
sociedad y Estado y la afirmación sobre el carácter 
delegado de la autoridad política." (Sartori, 1991: 363) 
Definitivamente, el principio representativo sucumbe 
ante sus propios fundamentos, y en su misma esencia no 
emergió para darle voz y voto al universo de los 
ciudadanos, sino para despojarlos de sus facultades 
deliberativas y decisorias. Como ya lo habíamos descrito en 
el Capítulo Primero de este trabajo, el elitismo que 
muestran las nociones representativas de los teóricos 
políticos clásicos del siglo XVIII y XIX (que vimos, por 
ejemplo, en Madison, Burke y Stuart Mill) es ilustrativo 
del sentido aristocrático propio de la representación 
política; así como también, la constante reticencia de los 
defensores de la representación hacia cualquier mecanismo 
que implique un mayor control ('teoría del mandato', 
'revocatoria de mandato') de los electores sobre los 
elegidos, denota el carácter enajenante y elitista en el 
cual se funda el principio representativo. 
La representación política, explícitamente, tal como 
hemos observado hasta ahora, esconde la trampa de la 
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servidumbre, pues, en su naturaleza, desliga a los 
ciudadanos del ejercicio de la deliberación y la decisión; 
pero, ante tan enajenante condición, ¿hay alternativas?, 
¿cómo superar esa situación de alienación de la forma 
política?; trataremos de profundizar un poco en ello en 
estas últimas páginas de la investigación. 
C. LA SUPERACIÓN DE LA POLÍTICA 
Ahora bien, ¿es posible especular alguna alternativa 
ante este aparato jurídico-político que aliena la 
deliberación decisiva de las personas? Al respecto, 
encontramos una gota de intuición en un texto de Sartori 
(quien cita a Ernest Haker); no obstante, el politólogo 
italiano plantea dicha proposición en el sentido elitista 
anteriormente mencionado: la supremacía de una minoría 
cualitativa sobre la cantidad mayoritaria; nosotros 
intentaremos dar vuelta a esa idea, dándole una 
interpretación totalmente anti-elitista; recordando a 
Ernest Haker, cita Sartori: "Hemos de encontrar alguna 
forma de conectar el valor con la cantidad." (Sartori, 
1998: 5) 
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Con ello se puede argüir que es imprescindible preparar 
con mayor esmero a un grupo selecto de ciudadanos (mientras 
más, mejor, obviamente), dándoles las facultades para que 
gobiernen con justicia; o, en otro sentido, también se 
puede argumentar que en la medida que más personas 
comprenden, apoyen y valoren el trabajo de los 
representantes, mejor será el ejercicio de la política. Sin 
embargo, ambas interpretaciones no las suscribimos; la 
respuesta no se encuentra ni en elitismos académicos, ni en 
populismos pedagógicos; para nuestro caso, lo que sugerimos 
es reconocer que el 'valor' ya está en los ciudadanos, en 
todas las personas que conviven en la esfera política; los 
ciudadanos ya poseen, en sí mismos, el 'valor' necesario 
para ejercer el poder; no hay que inventar estrategias 
alienantes, como el principio representativo, para conectar 
el 'valor' con la 'cantidad', pues el 'valor' ya está en 
todos los individuos, en cada uno de los ciudadanos. 
Como decía Foucault (1985): "el cuerpo mismo está 
investido por las relaciones de poder." (Foucault, 1985: 
30); lo determinante es despojar a esas relaciones, de poder 
del carácter enajenante que poseen hoy día, para 
transformarlas en relaciones solidarias de productividad 
económica, sin los matices de servidumbre política. 
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Pero, de inmediato saltan dos cuestiones; primero, 
¿acaso estamos proponiendo un individualismo político, 
degenerativo en un libertarianismo o en un anarquismo?; y, 
segundo, ¿el principio de la soberanía popular no es ya una 
expresión de que el poder reside en todos los ciudadanos? 
Sobre la primera cuestión, no se propone un 
individualismo; ello lo explicamos de la siguiente forma: 
enunciamos que los individuos (los ciudadanos) poseen, en 
sí mismos, las facultades deliberativas y decisorias; pero, 
esta premisa, aunque es estrictamente política, conlleva 
una substancia sociológica que la define, dándole un 
carácter eminentemente comunista, apartándola de cualquier 
viso de individualismo; desde el punto de vista de una 
concepción sociológica liberal e individualista, se podría 
caer en la premisa del individualismo político; no 
obstante, 	desde 	fundamentos 	sociológico-políticos 
comunistas estaríamos libres de cualquier indicio 
individualista; en ese sentido, sustentamos una definición 
sociológica según la cual los individuos no son entes 
disociados que viven cada uno en su mundo escindido; 'el' 
'individuo', el uno, no existe; por el contrario, 'los' 
'individuos' son los que conviven en sociedad. 
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Al respecto, siempre debemos tener presente uno de los 
principios supremos e irrefutables de la ciencia 
sociológica, fundamentado por el más sabio de los mortales: 
"la esencia humana no es algo abstracto inherente a cada 
individuo. Es, en su realidad, el conjunto de las 
relaciones sociales." (Marx, 1970: 11); por ello, aclaramos 
ese substrato sociológico-político que soporta la 
proposición, en apariencia, estrictamente política según la 
cual los ciudadanos ya poseen, en sí mismos, el 'valor' 
necesario para ejercer el poder. 
En cuanto a la segunda objeción, podríamos escapar 
diciendo que, al efectuar esta crítica de la 
representación, nos situamos en el plano de la forma de la 
política, y no en el nivel material -esquema que vimos en 
el apartado anterior de este Capítulo- en el cual 
posicionamos a la 'soberanía popular'; sin embargo, esta 
argucia nos parece insatisfactoria y, claramente, no 
solventa el segundo cuestionamiento anteriormente 
expresado; por consiguiente, hemos de intentar por otra vía 
la dilucidación de aquella duda. 
Para ello, sin dudar, admitiremos la concepción según 
la cual el principio de la soberanía popular (y el de la 
soberanía nacional igualmente) es una mera ficción, otro 
LOS 
invento, otro mito, otra fantasmagoría política creada por 
los teóricos de la política, que, si bien sirvió para 
elevar 1 facultades políticas de los individuos y los 
pueblos, también facilitó la alienación de los ciudadanos, 
convirtiéndolos en ciegos creyentes en la existencia de esa 
ilusoria soberanía popular o voluntad popular como diría 
Rousseau, uno de los soñadores en dicha quimera. 
Categóricamente, la materia de la política, el poder, 
no se sitúa en la soberanía popular, ni en nación alguna; y 
ello es evidente, pues lo que no existe no puede servir de 
substancia del poder; consecuentemente, el poder ha de 
residir en las personas, los individuos, los ciudadanos, 
quienes son los entes reales. 
Tomados como ciertos y evidentes estos postulados, que 
la representación política es un invento para despojar a 
los ciudadanos de la forma política esencial: la 
deliberación decisiva, y que la materia de la política, el 
poder, pretende ubicarse en una substancia inexistente: la 
soberanía popular (la soberanía nacional o la voluntad 
popular dicen otros), entonces, ¿cómo pueden los individuos 
convivir, construyendo relaciones políticas comunes, 
autónomas, libres y superadoras de la servidumbre 
representativa? 
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Estamos convencidos de que los individuos pueden 
convivir en una mejor comunidad, construyendo relaciones 
políticas libres y autónomas, apartadas de la servidumbre y 
la representación; dos 'principios' políticos que podrían 
apoyar esta aspiración humana son los siguientes: el poder 
constituyente ciudadano, superador de la representación 
política, y el constitucionalismo ciudadano universal, 
alternativa de la soberanía popular. 
El poder constituyente ciudadano puede entenderse en el 
sentido que: los ciudadanos*  instituyen, por sí mismos, la 
'materia' política a través de sus acciones deliberativas y 
decisorias. Como hemos sugerido antes, en los individuos 
está el valor de la acción política; los ciudadanos son 
individuos activos, transformadores, práxicos, cuyas 
actividades instituyen material político; en otras 
palabras, los ciudadanos construyen la substancia de la 
política al ejercer, directa y libremente, la deliberación 
decisiva, siempre que sea sobre la materia de la política 
(el poder), coexistiendo forma y materia; es la forma 
(poder constituyente ciudadano), actuando sobre la materia 
(constitucionalismo 	ciudadano 	universal), 	creando 
Exphcitamos que, 'ciudadano' lo concebimos en un sentido que podría denominarse universal, tal como 
reconocen algunos autores, nos referimos al ciudadano como miembro de la comunidad planetaria global y 
no como la elitista parte de un Estado determinado; suscnbimos las tesis de la ciudadanía universal, 
planetaria o global 
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institucionalidad política, pues, como ya se ha 
establecido, la forma política, por sí sola, no es 
suficiente, requiere de la materia política. 
Con lo anterior, la substancia política, el poder 
materializado, se manifiesta a través del principio del 
constitucionalismo ciudadano universal, definido en los 
siguientes términos: los ciudadanos poseen, en sí mismos, 
todas las 'formas' y facultades políticas, siendo éstas 
universales, inalienables e intransferibles absoluta o 
parcialmente; como vemos, tanto la forma como la materia 
política se remiten y unifican en los ciudadanos; de este 
modo, podemos superar la condición de servidumbre política 
que emana del principio de la representación y que se apoya 
en el principio de la soberanía popular; con ello, los 
ciudadanos no delegan ni pierden su deliberación decisiva, 
sino que la utilizan para convivir políticamente, con lo 
cual instituyen materia política, el 'poder'; estas 
relaciones políticas serían eminentemente libres, pues 
emergerían directamente de los ciudadanos. 
Ambos postulados políticos aquí esbozados, el 
constitucionalismo ciudadano y el poder constituyente, 
formarían parte de una nueva perspectiva de la política, 
superadora de la concepción servil que predomina en la 
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actualidad; esta política asumiría un nuevo esquema, el 
cual, no obstante, no pasa de ser una especulativa 
proposición filosófico-política. 
El esquema de la nueva política* sugiere cuatro niveles 
en la comprensión del ámbito político, en los cuales se 
ubican diversos elementos, siguiendo la bipartición 
conceptual de la política según la forma y la materia. En 
el primer nivel de comprensión política, que denominaríamos 
substancial abstracto, tendríamos la forma y la materia 
políticas. El segundo nivel, que llamaríamos substancial 
concreto, estaría compuesto por la formalidad de la 
deliberación decisiva, y por la materialidad del poder. 
Luego vendría el segmento de los principios políticos; en 
el cual aparecerían, por la forma, desde la representación 
política hasta el poder constituyente, que sustituiría a 
aquélla; y, por la materia, desde la soberanía popular 
hasta el constitucionalismo ciudadano, el cual reemplazaría 
a aquélla. En el cuarto sector, que sería el de la 
facticidad, quedarían localizadas las instituciones 
políticas más concretas como: por la forma, el 
parlamentarismo o el presidencialismo, que habrían de ser 
suplantados por la administración y la especialización del 
* Ver el Cuadro al final de esta sección 
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trabajo; y, por la materia, el Estado nacional o el 
imperialismo (o el Imperio, como le prefieren llamar 
algunos), que desaparecerían en favor del Comunismo, suma 
de normativas universales para la convivencia humana libre 
y solidaria. 
Sin duda, acerca de esta nueva política, todavía habría 
que desarrollar ingentes indagaciones y exposiciones para 
darle más substancia a tal esquema; no obstante, por ahora 
no pretendemos la vanidad de desentrañar los complejos 
secretos que hay en estos asuntos filosófico-políticos; sin 
embargo, deseamos apuntar que simbolizaríamos este nuevo 
esquema político a través de una analogía con la 
'administración' de las cosas (por ello su inclusión en el 
esquema); de ese modo, las figuras jerárquicas propias de 
la política servil desaparecerían; por ejemplo: 
presidentes, primeros ministros, diputados, alcaldes, 
rectores y similares; por supuesto, las tareas más 
complejas serían ejecutadas por ciudadanos (sea en concejos 
o personalmente) designados según su especialización en 
dicho trabajo; la especialización del trabajo, regida por 
el mérito profesional, sustentaría las funciones 
administrativas, y todas las posiciones gozarían del mismo 
valor "político" y económico. 
113 
Hasta aquí, en cierto modo, parecería que con este 
nuevo esquema político se diluye la 'política' dentro de la 
'administración'; ello tiene mucho de cierto posiblemente; 
sin embargo, creemos que, al final, lo que se logra es muy 
importante, pues se elimina la representación política y, 
junto a ella, la servidumbre política; asimismo, con la 
desaparición del elitismo político y de las ficciones 
políticas alienantes como el Estado nacional o la soberanía 
popular, entre otras cosas, se da un gran paso en la 
construcción del mundo libre, solidario y feliz: el 
Comunismo. 
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§ La formación histórica y los caracteres esenciales de 
la representación política evidencian su naturaleza 
elitista, opresiva y autoritaria, designando 
desvinculando, a la vez, a electores y a elegidos, 
legitimando las jerarquías políticas en la supuesta 
sociedad democrática. 
§ La sociedad democrática degenera cualitativamente en 
una sociedad de opresores y oprimidos al estar 
sustentada en la representación política, pues pese a 
los diversos modelos de representatividad, la práctica 
representativa termina por escindir a la mayoría de 
los ciudadanos de la esfera pública, profundizando la 
crisis democrática. 
§ La crisis democrática contemporánea intenta superarse 
con la transformación de lo público, gestándose nuevas 
propuestas, identidades, poderes y prescripciones 
políticas, mismas que se desvanecen y resultan 
ineficaces en la medida que siguen practicando el 
principio representativo en el ámbito de la política. 
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§ El ámbito de la política se define por su forma: la 
deliberación decisiva, y por su materia: el poder; en 
esta concepción de lo político radica la clave para 
comprender la servidumbre política, que emerge cuando 
los ciudadanos son despojados de sus capacidades 
políticas formales: la deliberación y la decisión. 
§ Las deliberaciones decisivas se ejecutan y concretan, 
desde la modernidad sobre todo, a través del principio 
de la representación. 
§ La representación política adjudica las deliberaciones 
decisivas a una minoría de los ciudadanos (los 
elegidos); mientras que los ciudadanos (los electores) 
que no ejercen su deliberación decisiva políticamente 
viven en la servidumbre política. 
§ La servidumbre política se fundamenta en el principio 
de la representación política, pues éste es un 
instrumento que separa a la mayoría de los ciudadanos 
del ámbito de la política, despojándolos de su 
deliberación decisiva y subordinándolos ante los 
representantes. 
118 
§ Una nueva concepción política podría construirse sobre 
los principios políticos del constitucionalismo 
ciudadano universal y el poder constituyente 
ciudadano, que emergen desde y por los mismos 
ciudadanos, superando la servidumbre política. 
BIBLIOGRAFÍA 
Araya, Rodrigo (2008): Ciudadanía cultural: al rescate del 
espacio público, LOM Ediciones, Santiago de Chile. 
Arditi, Benjamín (1987): Una gramática postmoderna para 
pensar lo social, CLACSO, Buenos Aires. 
Bauman, Zygmunt (2004): Modernidad líquida, Fondo de 
Cultura Económica, México. 
Bobbio, Norberto (1985): El futuro de la democracia, Plaza 
& Janes, Barcelona. 
Bresser P., Luis C. y Nuria Cunillgran G. (1998): Entre el 
Estado y el mercado: lo público no estatal, Paidós, Buenos 
Aires. 
Burdeau, Georges (1970): Tratado de Ciencia Política, 
México (ENEP/Acatlán). 
Burke, Edmund (1984): Textos políticos, México. 
121 
Cabanchik, Samuel (2005): La crisis del sujeto moderno, en: 
Elisa Carrió y Diana Maffía, comps.: Búsquedas de sentido 
para una nueva política, Paidós, Buenos Aires. 
Caetano, Gerardo (2008): Cultura, desarrollo y política, 
LOM Ediciones, Santiago de Chile. 
Calame, Pierre (2008): Hacia una revolución de la 
gobernanza: reinventar la democracia, LOM Ediciones, 
Santiago de Chile. 
Constant, Benjamin (1970): Principios de política, Aguilar, 
Madrid. 
Dahl, Robert (1992): La democracia y sus críticos, Paidós, 
Barcelona. 
Foucault, Michel (1985): Vigilar y castigar, Siglo 
Veintiuno Editores, México. 
García 	Canclini, 	Néstor 	(1996): 	Comunidades 	de 
consumidores. Nuevos escenarios de lo público y la 
ciudadanía, en: Beatriz González S. (comp.): Cultura y 
122 
Tercer Mundo, 2. Nuevas identidades y ciudadanías, Nueva 
Sociedad, Caracas. 
Garzón Valdés, Ernesto (1989): Representación y democracia, 
Edición digital a partir de Doxa: Cuadernos de Filosofía 
del 	Derecho, 	núm. 	6 	(1989), 	PP• 	143-163, 	en: 
[http://www.cervantesvirtual.com/Ficha0bra.html?Ref=15339]  
Hamilton, Alexander, James Madison y John Jay (1974): El 
Federalista, Fondo de Cultura Económica, México. 
Hardt, Michael y Antonio Negri (2000): Imperio, Harvard 
University 	Press, 	Cambridge, 	Massachusetts, 
[http://www.ddooss.org/articulos/textos/Imperio  
Negri Hardt.pdf.] 
Hardt, Michael y Antonio Negri (2004): Multitud, Random 
House Mondadori, Barcelona. 
Hegel, Jorge Guillermo Federico (2000): Filosofía del 
derecho, Biblioteca Nueva, Madrid. 
123 
Hernández Quiñones, Andrés (2006): Modelos de democracia 
liberal representativa; limitaciones y promesas 
incumplidas, en: Co-herencia, Revista de Humanidades, 
enero-junio, año/vol.3, N°004, Universidad EAFIT, Medellín. 
Kelsen, Hans (1995): Teoría general del derecho y del 
Estado, Facultad de Derecho, UNAM, México. 
Lechner, Norbert (1987): La democratización en el contexto 
de una cultura postmoderna, CLACSO, Buenos Aires. 
Levine, Daniel H. y José E. Molina (2007): La calidad de la 
democracia en América Latina: una visión comparada, en: 
América Latina Hoy, N°45: 17-46, Salamanca. 
Manin, Bernard (1998): Los principios del gobierno 
representativo, Alianza Editorial, Madrid. 
Martínez, María Antonia (2004): La representación política 
y la calidad de la democracia, en: Revista mexicana de 
sociología, año 66, N°4, octubre-diciembre, Instituto de 
investigaciones sociales, UNAM, México. 
124 
Marx, Carlos y Federico Engels (1970): Tesis sobre 
Feuerbach y otros escritos filosóficos, Editorial Grij albo, 
México. 
Mella Polanco, Marcelo (2005): Representación política, 
liderazgos y participación en América Latina: una propuesta 
para la comprensión realista de la democracia, Departamento 
de Ciencia política, Universidad de Chile, en: 
[http://www.cienciapolitica.uchile.c1/3publicaciones/docume  
ntos/doc80.pdf.] 
Mill, John Stuart (1985): Del gobierno representativo. 
Editorial Tecnos, Madrid. 
Monedero, Juan Carlos (2007): Representación política, en: 
Diccionario crítico de ciencias sociales, Editorial Plaza y 
Valdés, México-Madrid. 
Mouf fe, Chantal (2003): La paradoja democrática, Gedisa, 
Barcelona. 
Neumann, Sigmund (1980): Teorías y sociología de los 
partidos políticos, Anagrama, Barcelona. 
125 
Pitkin, Hannah (1985): El concepto de representación 
política, Centro de estudios constitucionales, Madrid. 
Rivas Acuña, Israel (2006): Consideraciones generales sobre 
los supuestos de la representación política, Instituto de 
investigaciones 	jurídicas, 	UNAN, 	México, 	en: 
[http://www.juridicas.unam.mx/sisjur/constit/ponentes.htm?o  
=t] 
Rodríguez Lozano, Amador (1996): Lo claroscuro de la 
representación política, Instituto de investigaciones 
jurídicas, UNAN, México. 
Sartori, Giovanni (1957): La representación política, en: 
Estudios políticos, julio-septiembre 1957, Madrid. 
Sartori, Giovanni (1998): En defensa de la representación 
política, en: Claves de razón práctica, N°91, Abril 1998, 
Madrid. 
Sartori, Giovanni (1991): Teoría de la democracia, II. Los 
temas clásicos. Alianza Universidad, México. 
126 
Schmitt, Carl (1983): Teoría de la Constitución, Alianza, 
Madrid. 
Sieyés, Enmanuel (1989): ¿Qué es el tercer Estado? Ensayo 
sobre los privilegios. Oikos-Tau, Barcelona. 
Weber, Max (1959): Economía y sociedad, Fondo de Cultura 
Económica, México. 
Woldenberg, José v Becerra, Ricardo (2009): Representación 
política, Instituto interamericano de derechos humanos, 
IIDH, en: [http://www.iídh.ed.cr/comunidades/redelectoral/  
docs/red diccionario/representacion%2Opolitica.htm] _ 
